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La interpretación de las leyes 
y la doctrina de Francisco Suárez 


INTRODUCCION 


El tema que ofrece a la consideración del Tribunal la presen- 
te Memoria tiene para su autor un doble interés: presenta un 
problema en el que se enlazan y compenetran cuestiones tras- 
«<endentales de Derecho positivo (la interpretación, después de 
todo, no es sino la síntesis de todos los procedimientos ideados 
para la aplicación y aun en ocasiones producción del Derecho) 
con otras de Filosofía del Derecho, que miran a situar en un 
punto de vista firme, y a la par neutral a las discusiones de es- 
cuela, el tan debatido problema del Derecho natural, que se en- 
.«cuentra en el fondo de la doctrina de las fuentes, doctrina que 
tanta relación tiene con la de la interpretación. Y pretende, a la 
«par, llamar la atención sobre una gran figura en la historia del 
pensamiento jurídico: Francisco Suárez. 

La representación de Suárez en la Historia del Derecho in- 
ternacional ha sido la que principalmente atrajo la investigación 
de los estudiosos, y por eso no es de extrañar que la mayor parte 
de los trabajos dedicados a Suárez jurista versen sobre esa rama 
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del Derecho. Ya Westlake (1), llamó la atención sobre el pasaje, 
hoy conocidísimo, referente a la existencia y condiciones de la. 
Sociedad internacional de los Estados (2). Nys, en dos primoro- 
sos estudios (3), hizo más amplias consideraciones sobre la doc- 
trina internacional de nuestro autor. León Rolland (4) le dedicó 
una monografía especial, modelo de trabajos de esta naturaleza. 
El discurso de Conde y Luque en la Academia de Ciencias Mo- 
rales y Políticas (5) está consagrado también, en su mejor parte, 
a la doctrina internacional suariana. Con motivo del tercer Cen- 
tenario de su muerte, Bonilla insiste sobre el mismo aspecto (6), 
y Carreras Artau dedica una monografía a señalar lo más inte- 
resante de las “Doctrinas de Francisco Suárez acerca del De- 
recho de gentes y sus relaciones con el Derecho natural” (7), 
trayendo un tema nuevo a la bibliografía sobre Suárez, y hacién- 
donos desear que el autor emprenda una obra de conjunto sobre 
esta interesantísima figura. 

Siguen en importancia, por su número, las obras en que se 
alude a la representación de Suárez en el Derecho político. Den- 


(1) Cit. por Hinojosa en la Biografía de Francisco Suárez, inserta 
en la obra publicada por la Real Academia de Jurisprudencia, dedicada 
a coleccionar biografías de jurisconsultos españoles anteriores al siglo xx 
y ex presidentes de aquella Corporación. Madrid, 1911, tomo l, pa- 
gina XXXII. 

(2) Lib. II, cap. XIX, núm. 5. De Legibus. 

(3) Le Droit de la guerre et les precurseurs de Grotius, 1882. De 
Suárez habla en págs. 187 y sigs. Le Droit des gens et les anciens juriscon- 
sultes espagnols, 1914, págs. 110-112. No añade nada con respecto al tra- 
bajo anterior acerca de Suárez. 

(4) En Les fondateurs du Droit international. París, Giard, 1904. 

(5) Francisco Suárez, S. J. Madrid, 1914. Como obra moderna que 
trate en general de doctrinas internacionales, puede verse ReDsLoB (Ro- 
bert): Histoire des grands principes du Droit des gens. París, 1923, pá- 
ginas 201 y sigs. Entre las doctrinas de autores anteriores al tratado de 
Westfalia cita varias vedes las de nuestro autor. 

(6) El escolasticismo tomista y el Derecho internacional. Discurso 
leido en Granada. Madrid, Ratés, 1918. Resulta más útil la recapitulación 
de puntos en que no coinciden exactamente Santo Tomás y Suárez. 

(7) El trabajo fué premiado en un certamen escolar organizado por 
la Universidad de Barcelona. Se publicó después en 1921 (Gerona, Tin, Ca- 
rreras.) 
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tro del siglo x1x Adolfo Frank, el conocido publicista y filósofo 
del Derecho penal, ha consagrado un capítulo a Suárez en su tra- 
bajo acerca de las doctrinas políticas en Europa durante el si- 
glo xv11 (8). Aunque el autor es un liberal exaltado, que por to- 
das partes ve peligros para sus ideales, e inspirado por tales pre- 
juicios cree encontrar en varios pasajes de Suárez un defensor 
acérrimo de la sumisión del Estado a la Iglesia, ríndese ante el 
talento y profundidad de nuestro compatriota, exclamando al final 
de su estudio (9): “Los principios de justicia y de Derecho que 
ha proclamado permanecen con toda su fuerza, y los espíritus cla- 
rividentes, la razón de los pueblos y el interés de los Reyes no 
tienen sino sacar las consecuencias legítimas de ellos. Suárez, aun 
proponiéndose otro fin, ha contribuido, pues, al progreso del De- 
recho natural, al propio tiempo que ha concluído de arruinar las 
pretensiones de la intolerancia y el despotismo. Sepamos agra- 
decérselo, aunque haya querido todo lo contrario. Su vida labo- 
riosa y desinteresada, sus vastas y minuciosas investigaciones, 
hasta sus sofismas, han servido, después de todo, a la verdad y a 
la Ciencia.” 

: La Historia de la Ciencia política en sus relaciones con la 
Moral, de Paul Janet, no olvida tampoco la figura de Suárez. A 
él está dedicado un capítulo entero (el 4.” del tomo 2.”, págs. 54- 
76 de la edición de París, 1887) y en sus páginas se advierte una 
mayor ponderación que en la obra de Franke. 

Aunque incidentalmente y dentro de una obra dedicada a otro 
escritor (loannes Althusius und die Entwicklung der natur- 
rechtlichen: Staatstheorien. 3.* led., Breslau, 1913, págs. 66-68). 
ha expuesto Gierke las doctrinas de nuestro autor sobre el ori- 
gen de la soberanía, calificando su argumentación de grandiosa. 

Reduciéndose a un tema especial, “La soberanía del pueblo en 


(8) Reformateurs et publicistes de VEurope. XVII" siécle. París, 
1881. Cuando las discusiones políticas tuvieron en nuestro Parlamento 
cierta altura, no es raro encontrar citas de las opiniones de Suárez so- 
bre origen de la Autoridad y otros temas semejantes. Véase Diario 
de Sesiones del Congreso, Legislatura 1884-85, tomo II, pág. 1003: Cas- 
telar; en el mismo debate, Pérez Hernández, l. c., pág. 052. Cánovas, 
en la Leg. de 1886, tomo Il, pág. 790. € 

(9) Ob. cit., págs. 50-51. El estudio sobre Suárez empieza en la 13. 
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las doctrinas políticas de Suárez”, disertó brevemente el padre 
Agustín Gemelli. Su trabajo resulta interesante. El sacerdote je- 
suita padre Luis Izaga, en sus Elementos de Derecho político, Te- 
cientemente publicados, hace frecuentes exposiciones de la doc- 
trina suariana en cuestiones de Derecho público interno (10). 

Por último, el trabajo más importante en este respecto, que 
no puede menos de citarse con caluroso elogio, es el del profesor 
de Coimbra Manuel Paulo Merea (11), que con ocasión, como el 
padre Gemelli y los citados anteriormente, del tercer Centenario 
de la muerte de Suárez, ha reunido sus doctrinas políticas con- 
tenidas en los Tratados De Legibus, Defensio fidel... y De opere 
sex dierum (12), explicando sus antecedentes y mostrando el ver- 
dadero lugar que es preciso conceder al pensamiento de Suárez 
en la transformación de las ideas de filosofía política. 

Menos afortunado Suárez en encontrar un expositor de sus 
doctrinas sobre Derecho natural, aparece citado, sin embargo, 
en estudios como el de Hinojosa (13), Torres Aguilar-Amat (14) 
y Vareilles-Sommieres (15). El trabajo de conjunto que le ha de- 


(10) El trabajo del primero, en Rivista de Filosofía neoescolastica, 
año X (enero de 1918). La obra del padre Izaga, tres vols., ha aparecido 
en Bilbao en los años 1922-23. 

(11) Suárez Jurista: O problema da origem do Poder civil. Coimbra, 
1917. 

(12) Sobre el carácter de éstas y la ocasión con que fueron escritas, 
así como para cualquier dato de orientación general sobre la vida O 
doctrina de Suárez, es indispensable consultar la Biografía escrita por 
Scorraille. La edición francesa está publicada en París (19013) y hay una 
traducción española del padre Hernández, que apareció en Barcelona el 
año I017. 

(13) Influencia que tuvieron en el Derecho público de su Patria... los 
filósofos y teólogos españoles. Madrid, 1890. Memoria premiada por la 
Real Academia de Ciencias morales y arsenal donde se proveen muchos 
pseudohistoriadores de nuestras doctrinas jurídicas. 

(14) El concepto del Derecho según los escrito"es españolas de los 
siglos xvI y xvIr. Discurso leído en la Universidad Central en la aper- 
+ura del curso de 1891-92. Madrid, 1891. Uno de los escasísimos traba- 
jos sobre estos particulares que ofrece datos ciertos aunque no muy 
CCOpiOsos. 

(15) Les principes fondamentaux du Droit. París, 1889. La doctrina a 


que dedica más extensión, para rechazarla, por cierto, es a la del origen 
«del Poder civil. 


LA INTERPRETACIÓN DE LAS LEYES 5 


dicado el canónigo de Granada don Manuel Medina Olmos, aun- 
que bien intencionado, resulta de escasisima utilidad (16). 

No hemos pretendido, con las indicaciones anteriores, agotat, 
ni mucho menos, la bibliografía suariana a propósito de cuestiones 
jurídicas planteadas por el autor, sino indicar las fuentes consul- 
tadas por el de esta Memoria y el porqué de la dirección que ha 
adoptado. 

En todos los estudios reseñados échase de ver la falta de un 
análisis, la casi totalidad de las veces incongruente con el objeto 
de la disertación respectiva (17), acerca de Suárez como jurista, 
en un sentido más técnico. Claro está que no habría de perderse 
nunca de vista su carácter de teólogo y de filósofo porque entrase 
en cuestiones que parecen más propias de jurisconsultos; pero 
sería interesante conocer cómo con los elementos que el Derecho. 
romano y el canónico, la Patristica y la Teología le suministra- 
ban, Suárez desenvuelve los problemas de la costumbre, las cues- 
tiones que suscita el privilegio en su naturaleza y caracteres, la 
interpretación de las leyes, etc. 

Tal fué nuestro pensamiento al recorrer los capítulos del T'ra- 
tado de las leyes, con ocasión de un trabajo presentado en la 
clase de Filosofía del Derecho, y un capítulo de aquellas cuartillas 
es el germen de esta Memoria (18). 


(160) La obra jurídica del padre Suárez. Granada, 1917. 

(17) En las obras de Medina Olmos y de Conde y Luque hubiesen te- 
nido cabida; pero el primero apenas dice nada (págs. 218-222) del Derecho 
consuetudinario y de las doctrinas sobre interpretación, y el segundo pre- 
paraba, cuando le sorprendió la muerte, una obra extensa sobre Suá- 
rez, en que probablemente hubrese quedado hecho el trabajo cuya falta 
notamos. Incidentalmente se refiere el padre Andrés Marcos Burriel 
(Cartas eruditas y críticas. Dalas a luz don Antonio Valladares. Madrid, 
Marín (s. a.), págs. 105 y sigs.) a la opinión de Suárez en el problema 
de la fuerza de obligar del Derecho romano en Castilla. 

(18) Al ir a imprimirla y mucho después de tener redactado su texto 
llega a mi poder la conferencia de don Juan Martí Miralles: La inter- 
pretación de las leyes según la doctrina del padre Suárez. Barcelona, 1921. 
Es un excelente resumen de las doctrinas interpretativas de Suárez, con 
observaciones úíitiles del expositor, que demuestra conocer las fuentes del 
Derecho canónico y del romano. 

Se ha aprobado casi al mismo tiempo que nuestra tesis otra de 
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No creo que nunca pueda darse un trabajo científico por de- 
finitivo; pero menos pretendo yo que se reconozca tal carácter a 
estas desaliñadas observaciones mías. Un estudio completo de la 
representación que debe atribuirse a Suárez en el mar de las doc- 
trinas interpretativas, explícitamente desenvueltas o aplicadas sin 
teorizar sobre ellas, exige una cultura superior a mis medios, por 
la recensión que habría de hacerse de sus predecesores, ya que la 
profusión de citas en este libro, dedicado a la interpretación en el 
De Legibus, es extraordinaria. Por eso me limito a exponer las 
doctrinas de nuestro autor sobre la interpretación, añadiendo al- 
gunas observaciones sugeridas por los problemas que toca en su 
exposición, y precediéndolas de una breve noticia acerca de los 
principios interpretativos según el Derecho romano y el canónico. 


CAPITULO PRIMERO 


LA DOCTRINA DE LA INTERPRETACIÓN SEGÚN SUÁREZ. 
Concepto de la interpretación.—Sus formas. 


No da Suárez un concepto general de la interpretación; sin 
embargo, puede decirse que en ella comprende todos los proble- 
mas relacionados con la aplicación de la ley, desde determinar su 
sentido (1), así como los casos en que puede obrarse, extensión O 
restricción en cuanto a lo determinado en ella, hasta fijar en qué 
supuesto es lícito al súbdito no obedecer los preceptos de la ley 
por equidad o epiqueya (2). 

Desde otro punto de vista distingue la interpretación auténti- 
ca, la usual y la doctrinal; en rigor, aunque aquellas formas de 
interpretación pueden realizarse por estas tres, sin embargo, pro- 
piamente, se tratan en la interpretación doctrinal. 


José Viñas, aún no impresa, que trata de “El problema del Derecho 
consuetudinario en el eximio Suárez”. 


(1) Todas las citas que hagamos, sin indicar obra, se refieren al 
E Y, Tractatus-de—Legibus ac Deo legislatore in decem libros distributus, 
según la edición de Nápoles de 1872. 

Fl cap. 1 del lib. VI: De ratione recte interpretand: legem humanam 
quo ad legitimum sensum ens. 

(2) Para esto supone una verdadera cesación ab intrinseco en la 
ley, por defecto de su materia, fin o razón. (Véase Proemio del lib. VI.) 
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1. Interpretación auténtica.—Su esencia consiste en que 
tiene la misma fuerza que la ley y procede de igual potestad. No 
es preciso, en modo alguno, que la realice la misma persona que 
dió la ley, pues ésta no procede a persona sino a potestate. 
Y si así se arguye que sólo quien dió la ley puede conocer su pro- 
pia voluntad, puede contestarse que para esta clase de interpreta- 
ción únicamente se requiere en la persona que la realice potestad 
de definir y estatuír el modo como la ley ha de ser guardada y 
observada. Por esto, el suerior puede interpretar obligatoriamen- 
+e cómo han de observarse las disposiciones de quien le está so- 
metido. 

Interpretar una ley por los preceptos de otra no es interpre- 
tación auténtica, sino que pertenece a los recursos a que acude la 
interpretación doctrinal (3). 

2. Interpretación usual (4)—Que la costumbre tiene fuerza 
para interpretar la ley es sentencia común al Derecho romano 
y al canónico; refiérese esto tan sólo a la costumbre según ley, 
porque la praeter legem supone que ésta no existe y la contra ley 
pretende derogarla. | 

Tiene esta interpretación usual el mismo valor necesario que 
la interpretación auténtica, como quiera que para interpretar au- 
ténticamente una ley se requiere, como queda dicho, tanto poder 
como para estatuírla, y esta fuerza la tiene la costumbre. 

De dos modos puede servir la costumbre para interpretar las 
leyes: uno en cuanto signo o testimonio de cómo se ha observado 
la ley, que al propio tiempo puede llevarnos a inducir la mente del 
legislador, ya que, según Isidoro, leges moribus coalescunt. Cla- 
ro está que en tal respecto no pasa de ser la costumbre para el in- 
térprete una probable conjetura, que será tanto más fuerte cuanto 
más antigua sea esa manera de observar la ley (5). Y este valor 
no solamente lo tiene la costumbre posterior a la ley sino también 
la que existía antes; por lo cual, aunque sea dando a las palabras 


(3) Véase cap. I, núm. 3, lib. VI. Para todo lo de interpretación 
auténtica, en ese mismo capítulo. 

(4) Cap. I, núm. 2, lib. VI, y lib. VII, cap. XVIT. 

(5) Y añade: “in quo nulla certa regula assignari potest, sed pru- 
denti arbitrio relinquendum est” (lib. VII, cap. XVII, núm. 2). 
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de la ley un sentido algo impropio, deberá tenerse en cuenta esa: 
costumbre del lugar al interpretar los preceptos de aquélla. 

Puede servir también la costumbre interpretativa como causa. 
concurrente para establecer como obligatorio un sentido determi- 
nado. Así lo decía el Derecho romano: en las dudas que se pro- 
ducen acerca de las leyes, la costumbre aut rerum perpetuo simala- 
ter judicatarum auctoritatem, vim legis obtinere debeat. Claro. 
está que la costumbre que establezca una interpretación auténtica 
de la ley deberá tener todos los requisitos de la costumbre intro-- 
ductiva de un derecho nuevo. No está, pues, acertada la Glosa 
cuando, refiriéndose al vocablo perpetuo del pasaje citado, exige 
diez años para introducir esa costumbre interpretativa, porque, 
como queda dicho, en esto hay que remitirse a la doctrina general 
sobre los requisitos de la costumbre (6). 

Análogo valor al de esta interpretación consuetudinaria tiene: 
la judicial, cuyas sentencias han de ser varias y repetidas (sin que: 
se pueda fijar su número) y recibidas por el común consentimien-- 
to del pueblo para introducir una interpretación cierta. 

Y conforme a estas reglas, puede la costumbre en pasajes du-- 
dosos de leyes humanas incluso convertir una obligación bajo pe-- 
cado mortal a venial y viceversa, porque tiene fuerza introductiva. 
y derogatoria 

También tiene valor interpretativo la costumbre con respecto: 
a la ley divina y a la ley natural, si bien aquí no puede añadir ni. 
quitar nada sino tan sólo determinar la mente del legislador. 

Finalmente, también la costumbre puede interpretar otra cos-- 
tumbre anterior. 

3. Interpretación doctrinal.—La tercera forma de interpreta- 
ción de que habla la Glosa es la doctrinal, que, aunque no intro-- 
duzca necesariamente obligación como las otras dos, puede llegar: 
a producir tal grado de certeza que origine necesidad. 

Nace esta interpretación de dos causas: una de ellas cierta. 
condición humana que busca dudas aun con ocasión de minucias. 
(perspicuis verbis); otra que las leyes hablan breve y generalmen- 
te, lo cual hace surgir dificultades en la aplicación de las mismas 
a los casos concretos. 


(6) Véase en los capítulos anteriores de este mismo lib. VII. 
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El valor de esta interpretación doctrinal pende de la mayor" 
conformidad que se pueda encontrar entre los doctores, y as. 
cuando existe unanimidad, regularmente hablando, la interpreta- 
ción que ellos den habrá de ser seguida en la práctica, pues no es- 
fácil suponer que se encuentre alguna razón contra este dictamen. 
que proporcione seguridad de conciencia para obrar de modo dis- 
tinto (7). Y por eso, cuando hay controversia, es lícito atenerse: 
a uno u otro parecer, según las reglas del tratado de la concien- 


cia (8). 


A) INTERPRETACIÓN DECLARATIVA. 


Elementos que han de tomarse en consideración para interpre-- 
tar las leyes: a) las palabras de la ley; b) sus antecedentes, y C)- 
la mente del legislador, son las tres cosas a que hay que atender. 

a) Es lo primero que hay que considerar (9), y salvo que: 
otra cosa se oponga, de ellas ha de deducirse la verdadera inter- 
pretación. La razón es clara: si las palabras en el comercio de la: 
vida se emplean para que nos entendamos, esto mismo, y aun con. 
más rigor, hay que aplicarlo a la ley, porque ha de evitar circun-- 
venciones y falsas interpretaciones. De otro modo, si las palabras- 
no hubieran de tomarse como suenan, resultaría que cada cual, 
fundándose en ellas, daría a la ley la interpretación que le convi-- 
niera. Por eso los Santos Padres, al tratar de la Sagrada Escri- 
tura, consideran en primer término el sentido literal de las 
Sagradas letras, y sólo cuando hay algún inconveniente en el 
sentido que así se obtiene, comparado con otros pasajes de las 
mismas Escrituras o con la consideración de las circunstancias. 
del caso, se separan de ese sentido literal. 

En el supuesto de que existan con referencia a unas mismas 
palabras varios sentidos análogos, ha de tomarse el sentido ab- 
soluto, conforme a la regla de la Dialéctica: analogum simplici- 
ter sumptum accipi pro principali significato. La regla, sin em- 


(7) No se olvide que Suárez en materias de Moral era posibilista. 
Véase el artículo del doctor Paulo en el núm. 50, año 5.9 de la Revista 
de Derecho privado (pág. 307) sobre El padre Suárez y sus doctrimas: 
Juridicas. | 

(8) Lib. VI, cap. 1, núms, 5 y 6. 

(9) V. los textos del Derecho romano y canónico, que cita. 
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“bargo, sufre limitaciones que se examinarán al tratar de la 
restricción (10). 

Ahora bien, en las palabras de las leyes puede existir. un 
«doble sentido: el natural y el civil; el primero es el que tienen 
cuando indican la significación de las cosas proub vere ac natu- 
raliter. Así, la palabra mors significa destrucción de la vida. 
En el segundo hay una semejanza, extensión O ficción del De- 
recho con referencia a otra significación natural; y así la pala- 
“bra mors se aplica a la profesión religiosa y a las personas 
“adoptadas se las llama hijos. Aún cabría establecer otro sen- 
tido, que es el que las palabras tienen en el uso corriente (y es 


lo que debe preferirse al redactar las leyes); pero en realidad pue- 


de reducirse a uno de los dos anteriores, según se trate del uso 
común o del uso entre los legistas. 

Así considerada la cuestión, la regla que ha de proponerse 
en primer término es la de que debe atenderse preferentemente 
a la propiedad natural de las palabras (si no se oponen otras 
circunstancias concurrentes, verbi gratiía, las que luego se ex- 
pondrán, o un mandato expreso de la misma ley); y en cuanto 
a las palabras propias del Derecho, que tieme sus términos téc- 
micos, como todas las artes, se tomarán en la acepción que el 


Derecho las asigne, comoquiera que su naturaleza la toman del 


Derecho mismo, en donde son usadas (11). 

b) Pero puede ocurrir que las palabras naturalmente to- 
madas tengan varios significados, y entonces debe atenderse 
prudentemente a la materia' de la ley y a las demás circuns- 
tancias concurrentes que puedan concretar el sentido en que 
son usadas, por ejemplo, el contexto mismo del resto de la 
ley, puesto que entre todos sus fragmentos debe haber cone- 
xión; la causa que movió a establecerla, que suele expresarse 
en el proemio de las Constituciones. Pero si ni aun con esos 
elementos pudiera concretarse cuál es el sentido en que se em- 
plearon las palabras (y esto apenas se concibe que pueda ocu- 


rrir), no habrá propiamente ley, porque no se expresó bastan- 


te la mente del legislador (12). 
(10) Cap: 1, núm. 7, Ub. "vL. 
(11) Idem, núms. 8 y 9 
(12) Idem, núm. 10. 
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c) En cuanto a la mente del legislador, ha de considerar- 
se, para señalar su importancia, que de ella pende tanto la subs- 
tancia como la eficacia de la ley, quia mens legislatoris est ami- 
ma legis (véase el libro 3.” del Tratado De Legibus); por lo 
cual verdadera interpretación será la que nos proporcione el 
conocimiento de esa mente del legislador. Acaso haya quien 
pregunte cómo es posible que la mente, sin las palabras, pue- 
da darnos elementos para interpretar las leyes, toda vez que 
no podemos llegar a conocerla sino por intermedio de los vo- 
cablos con que se expresa, y esto, que es general, en las leyes 
atm con más fuerza, ya que hemos dicho que la mente nuda 
del legislador no es ley sino que es necesario que se exprese 
suficientemente. 

Las objeciones tienen fuerza, pero es cuando se trata de 
la voluntad del legislador mere internam, no cuando se dice, 
como Suárez: las palabras de la ley aisladamente tomadas in- 
ducen casi siempre ambigiedad y pueden proceder de varios 
pensamientos y voluntades, por lo cual de las circunstancias 
concurrentes (adiunctis), como la materia, prudentemente to- 
mada, ha de inducirse de qué voluntad y pensamiento proce- 
de, para a ellos acomodar la interpretación de las palabras. 
Esto mismo, después de todo, se hace en la conversación co- 
rriente, pues las palabras son tomadas en un sentido o en otro, 
según la actitud y demás circunstancias del que las pronuncia. 

Conflictos entre la mente conjeturada por circunstancias 
concurrentes y las palabras.—Podría preguntarse ahora qué 
proporciona más elementos para la interpretación de las leyes, 
si las palabras de éstas o la mente del legislador. La respuesta 
será a favor de la segunda, quia mens est praecipuum wm lege, 
mam est vita ems. 

Pero se objetará aún: en el orden de la imtención antes es 
la mente del legislador que las palabras, y así se dice que las 
palabras son pronunciadas a causa de la intención; pero en el 
de la ejecución antes son las palabras, pues por ellas venimos 
en conocimiento de la mente e intención del legislador, y en 
todo caso, como en la duda habríamos de acogernos a lo más 
claro, indudablemente la cuestión habría de decidirse por las 
palabras. 
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prat) 


Esta comparación, sin embargo, no vale como aplicada a: 
las leyes, porque «n éstas la voluntad meramente interna no: 
sirve para interpretar, como no sirve, según lo dicho antes, 
para estatuír. 

La comparación, por consiguiente, habrá de hacerse. entre 
las palabras de un lado y la voluntad del legislador, conjetura- 
da por esas circunstancias de que hemos hablado (que será 
una voluntad no oculta, sino expresa); pero entonces serán en 
ocasiones vencidas por ésta, puesto que las palabras no tienen 
otro valor que el expresivo de la mente del que las emplea, la 
cual puede constar ciertamente de otras circunstancias. Claro: 
está que nada de esto es aplicable cuando las palabras son bas- 
tante claras para expresar la mente del legislador sin dudas 
de ningún género (13). 

Circunstancias que determinan la mente del legislador. 

a) Ha de considerarse, ante todo, una circunstancia ne- 
gativa: que el sentido dado a las palabras no induzca absur- 
do o injusticia, por lo cual, para evitar esto, puede incluso: 
asignarse a los vocablos una significación algo impropia, toda 
vez que es seguro que el legislador no pudo querer nada que 
se apartara de la recta razón o de la justicia. 

b) La comparación con otras leyes, y si por ella resul- 
tare repugnancia o contrariedad en un sentido y no en otro, 
a este último hay que inclinarse, aunque sea tomando las pa- 
labras en un sentido algo impropio, pero conservando siempre 
aliguam propietatem verborum, saltem secundum. consuetudinem 
iuris, pues entonces puede suponerse muy fundadamente que 
el legislador quiso hablar, dando a sus palabras el sentido 
usualmente recibido. 

c) Aún puede añadirse el uso o la costumbre interpreta- 
tiva de la ley, pues es uno de los efectos que Suárez le asigna 
al tratar de los efectos de la costumbre (véase lo dicho en la 
interpretación usual) (14). 

d) La razón de la ley. Es otro de los elementos que hay 
que tener en cuenta para descubrir la mente del legislador, pues 


(13) Idem núms. 11 a 13. 
(14) Num. 14. 
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“aunque non sufficienter continet (súplase eam) si tamen de illa 
constet, multum valere ad eandem mentem legislatoris inves- 
tigandam. Y no valen las objeciones que se hacen diciendo: 
en las leyes humanas se estatuyen muchas cosas arbitrio potis 
quam certa ratione, O asegurando, con Baldo, que tienen más 
importancia las palabras que la razón de la ley etiam magis- 
tralem, porque aquéllas son como la substancia de la ley y con- 
tienen la voluntad del legislador inmediatamente, mientras que 
la razón la encierra únicamente remote. Para fijar el verdade- 
ro valor interpretativo de la razón de la ley, conviene distin- 
guir la expresada (en ella misma y la alcanzada por deducción 
de los intérpretes, pues mientras la segunda tiene una proba- 
bilis tantum coniectura, la primera tiene un valor muy grande 
“para descubrir la voluntad del legislador, tanto que, después 
dde las palabras, es el criterio más seguro. 

No se exagere, sin embargo, su importancia, porque no se 
trata de algo infalible, ya que etiam ipsiws rationis semsus po- 
test esse ambiguus et ex ali circunstantiis certior redditur, 
por lo cual, como una misma razón podría haber movido la 
voluntad del legislador en varios sentidos, para fijar cuál sea 
«el que verdaderamente se da en la ley, convendrá acudir a otras 
«consideraciones (15). 


B. INTERPRETACIÓN NO DECLARATIVA., 


La interpretación stricto sensu, la que Bártulo llamó decla- 
“sativa, acaba cuando se ha averiguado el propio e inmediato 
sentido de-Ja-ley,, deduciéndolo de las palabras de ésta y de las 
demás circunstancias que se han enumerado. 

Pero, además de este sentido estricto, cabe otro en que se 
tome la interpretación prout aliquid specialiter operatur circa 
legem, quae multiplex est secundum varios efectus. Uno de 
ellos es la corrección o abrogación de la ley por otra distinta ; 
pero además pueden considerarse otros efectos, dentro de cada 
ley en particular. Á éstos pertenecen la extensión y la res- 
“tricción. 

A) Extensión —Puede tener lugar de cuatro modos: 


y 


(15) Núms. 15 y 106. 
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a) Dentro de la propiedad de las palabras, según su na- 
tural significación. 

b) Más allá de ésta, pero dentro de la propiedad civil, 
sea este sentido adoptado por el común uso del Derecho o por 
una ficción jurídica. 

c) Más allá de uno y otro significado, envolviendo, por 
tanto, siempre alguna impropiedad, sea en la significación de 
algún nombre, en la conexión de las voces o en que se sobre- 
entienda o supla alguna partícula no expresada en la ley. Cabe, 
por tanto, una grandísima variedad, según sea mayor o menor 
la impropiedad. 

d) Cabe aún saltar por encima de las palabras, sin repa- 
rar ya en que la significación sea propia o impropia y pensar 
sólo en la semejanza de casos o identidad formal en la razón 
de la ley. 

Aún podría añadirse un quinto modo: más allá de la mente 
del legislador; pero éste es inadmisible, porque siempre en la 
extensión es necesario conservar un vínculo de conexión con 
la ley, sea con sus palabras o con su razón. 

Por los objetos a que se aplica, puede hablarse de exten- 
sión según las personas, las cosas, los casos, los lugares o los 
tiempos (16). 

a) No ofrece ninguna dificultad la aplicación de esta for- 
ma de extensión de la ley a las no odiosas, comoquiera que: 
mientras no haya otras razones que impongan la restricción, 
ha de creerse que las palabras se emplean en su sentido co- 
rriente y con toda la amplitud que éste las da. Por ejemplo, 
regularmente, las leyes que hablan de hijos serán aplicables a 
las hijas (17). 

b) Las leyes favorables o aquellas en que concurre alguna. 
razón especial de Derecho, pueden entrar dentro de esta for- 
ma de extensión, es decir, que serán aplicados sus preceptos 
hasta donde alcance su sentido natural y el jurídico o civil. 
Más allá no tendrá lugar esta extensión, de no existir razones 
especiales concurrentes, porque de otro modo nada habría cier-- 


(16). Lib. VL cap. IL núms. 1 y/2. 
(7) MabVL cap. MALAS, 
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to y constante en las disposiciones legales. Se explica que pue- 
da traspasarse el sentido natural y llegar hasta ese otro civil,. 
porque cada arte tiene sus términos propios y con especial sig- 
nificación; por ello el Derecho, usando su tecnicismo, deberá. 
darlé la extensión que en el mismo, por uso común, le es asig-- 
nada. Y esto aún con más razón en las leyes favorables; todo 
lo cual habrá de entenderse, sin embargo, subordinándolo a lo: 
que se dirá después. LN sd UE o: 

Bajo esta cuestión comprenden los doctores otra muy de-- 
batida, a saber: si hablando la ley de un caso verdadero pue- 
den extenderse sus preceptos a otro ficticio, que puede ser com- 
prendido, lato sensu, en las palabras de la ley. La cuestión suele 
resolverse afirmativamente, pero sólo para las leyes favora- 
bles, no para las odiosas; así, por ejemplo, cuando la ley habla 
de los hijos en general se pregunta si deben entenderse com- 
prendidos los adoptivos, y Si, cuando trata de los legítimos, los 
legitimados. De donde, resolviéndolo en sentido afirmativo,. 
puede extraerse una consecuencia, y es que, siempre en ma- 
teria favorable, cuando la ley equipara lo ficticio a lo verda- 
dero, sus disposiciones se deben tomar ¡en toda la extensión del 
significado civil de las palabras. Y así, cuando la ley hace de: 
igual condición a los hijos legitimados que a los legítimos (fin- 
giendo que aquéllos lo han sido siempre), todas las restantes 
disposiciones del Derecho en que se hable de hijos legítimos. 
serán aplicables a los legitimados (18). 

c) La extensión más allá de la propiedad natural o civil: 
de las palabras tiene lugar raras veces; pero es necesario ad- 
mitirla para aquellos casos en los que, de no realizar esa 1n-- 
terpretación, la ley se haría ilusoria o contendría injusticia 
o algún otro absurdo. Y es que, de otro modo, perecería la ley,. 
y es preferible interpretarla en esa forma tan extensa que no- 
dejarla sin efecto. Y si se tratara de una ley injusta, irracio- 
nal o inútil, no sería propiamente ley; a ese resultado, sin em- 
bargo, conduciría el no darle esa gran extensión a las palabras. 
de la ley. 

Esta forma de interpretación tiene lugar no sólo en las. 


(18) Lib. VI, cap. 11, núms. 4 y 5. 
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“leyes favorables sino también en las odiosas o prohibitivas; 
«werbi gratia, el Senadoconsulto Macedoniano es aplicable no 
“solamente al mutuo sino también a la compra de dinero a cré- 
-dito; a la palabra testamento se hace equivalente la de codi- 
«cilo para ciertas prohibiciones, etc. (19). 

d) Y llegamos a la extensión fundada en la razón de la 

“ley, en la cual varían hasta lo infinito las opiniones de los au- 
“tores. Así, hay unos que se oponen a ella, basándose en que 
“la razón de la ley no es su forma substancial, pues ésta reside 
«en la voluntad del legislador manifestada en las palabras de 
la ley misma. Y añaden: “No se diga que la voluntad del le- 
“gislador ha de determinarse conforme a la razón, para con- 
cluír que puede extenderse la ley (que es manifestación de la 
-voluntad) a tantos casos cuantos estén comprendidos en esa 
razón, pues a esto puede contestarse que, aun existiendo en 
“todos los casos la misma razón, puede «el Príncipe dictar sus 
“preceptos para unos y no para otros; porque, aparte de que 
no todo en la ley humana es de razón necesaria, sino que mu- 
«cho pende de prudente arbitrio, tenga algún motivo oculto 
para obrar así.” “En las leyes prohibitivas —continúan— con- 
«curre además el motivo especial de que el no incluír ciertos 
«casos es signo evidente de que no se castigan.” 
En cambio otros sostienen una opinión radicalmente opues- 
“ta, afirmando que si milita la misma razón en el caso expre- 
-samente previsto en la ley y en el no comprendido directa- 
“mente, deben extenderse los preceptos dados para aquél a éste. 
Y se fundan en que la razón de la ley (sobre todo la en ella 
expresada) indica suficientemente que la intención del legis- 
lador es mandar algo, no materialmente, sino en cuanto está 
“comprendido en aquella razón; por tanto, la extensión de la 
ley está determinada por la extensión de la razón que la hizo 
“nacer, aunque sus palabras no alcancen a tanto. Y se ve esto 
“confirmado con el ejemplo de las decisiones de los Príncipes, 
que, dadas para un caso, se entiende que son aplicables a todos 
los demás comprendidos en los mismos supuestos (20). 


(19) Lib. VI, cap. II, núm. 6. 
(20) Lib. VI, cap. TI, núms. 1 y 2. 
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“Dada esta pugna de opiniones —dice Suárez—, es muy di- 
fícil emitir dictamen y más aún por la variedad de decisiones 
en los Derechos.” 

Ante todo conviene deslindar el campo, dejándolo redu- 
cido a la interpretación de la ley humana propia, esto es, en la 
que se impone una obligación que por sola la razón natural 
no sería exigible, pues tratándose de un precepto de ésta se 
extenderá a todos los casos comprendidos en igualdad o se- 
mejanza de razón (21). Después conviene establecer una dife- 
rencia entre semejanza (paritas) e identidad. La primera ex:s- 
te cuando entre las distintas razones se dan motivos de coin- 
cidencia, aunque haya diferencias accidentales; verbi gratía, la 
razón de amistad y la de gratitud que, aunque moralmente ha- 
blando son iguales, sin embargo, guardan diferencias; se pro- 
duce, por el contrario, identidad cuando en diversas materias 
una y la misma razón de promover la piedad o de evitar el 
mal, se da (22). 

No basta la semejanza de razón para producir la extensión 
de la ley, porque existiendo sólo paridad de casos, podrían fá- 
cilmente encontrarse razones de distinción. 

La sentencia que antecede es fácilmente recibida tratándo- 
se de leyes penales e irritantes; pero suele hacerse una distin- 
ción entre el precepto o prohibición y la pena que lleva anejo su 
quebrantamiento, para deducir de aquí que mientras la segun- 
da no puede extenderse, en cambio el primero sí. 

Por lo que hace a la pena, las razones que se aducen son 
claras: en primer lugar, que las leyes penales deben interpre- 
tarse benignamente, lo cual no resultaría si sus castigos se ex- 
tendieran a más casos que los en ellas expresamente compren- 
didos; además, la extensión habria de tener lugar de caso a 
caso, de persona a persona, de lugar a lugar, o por otra cir- 
cunstancia semejante, y como en realidad la fijación de la pena 
pende más bien del arbitrio y voluntad del legislador (ya que 
éste podía haberse remitido a la prudencia del Juez o señalar 


(21) V. los principios relativos a la aplicación de la ley natural 
en el libro anterior, que trata de ésta. l 
(22) Lib VI; cap: 1 'núm.' 3. 
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otra sanción distinta), el cual se ha fijado en un especial gé- 
nero delictivo para imponerle una especial pena, resultaría irra- 
cional que por sólo una semejanza de razón en los dos he- 
chos, el uno considerado como delito por el legislador y el otro 
no previsto por él, se les aplicara una misma pena cuando no 
hay indicios de que tal fuera la voluntad del que dictó la ley. 
Así, verbi gratia, resultaría ridículo que se dijera que el pa- 
rricida debe incurrir en censuras, por considerar que con la 
misma pena está castigada la percusión de un clérigo, y ma- 
yores razones de gravedad concurren en aquel caso que en 
éste... Todo lo cual, aun cuando tiene más precisa aplicación 
a la extensión de caso a caso, sirve también para los otros: 
supuestos: extensión de persona a persona, de lugar a lugar, 
en cuanto son elementos constitutivos de determinación de la 
voluntad del legislador (23). | 

La opinión favorable a la extensión de los preceptos con- 
tenidos en las leyes penales la sostiene Juan Andrés, el cual 
aduce en pro de su afirmación que la prohibición contenida en 
esos preceptos pertenece a la fuerza directiva de la ley, en la. 
cual no existen las especiales razones que se aducen para ne- 
gar la extensión de la pena, que no €s, después de todo, sino 
una especie de añadido. Pero (contesta Suárez) precisamente 
porque la pena es un accesorio, si lo principal por su natu- 
raleza pide extensión, también debía aplicarse la pena. Ahora: 
bien; se ha dicho antes que ésta no puede recaer más que 
sobre los infractores de la ley y que se encuentren en los su- 
puestos precisos de ésta; luego si se admite que hay contra- 
vención a lo dispuesto en la ley (que esto es lo que viene a 
sostener Juan Andrés), habrá que reconocer igualmente la ne- 
cesidad de aplicar la pena en ella marcada, puesto que es ade- 
cuada, según la misma ley, para esas figuras de delito. Esto 
no se admite, y el principio cae por sus consecuencias falsas (24). 

Lo mismo habrá que decir de una obligación impuesta en 
conciencia por la ley, añádase o no se añada disposición penal. 
Y es que se incurre aquí en una confusión, cual es la que se 


md) 


(23) Lib. VI, cap. TIT, núms. 4 a 6. 
(24) Lib. VL, cap. HI núm. 7 
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produce entre interpretación comprensiva (en la que se de- 
clara que ciertos casos están en la mente del legislador, aun- 
que no en sus palabras) y la puramente extensiva, que lleva los 
preceptos del legislador a casos no comprendidos en su mente, 
sólo por semejanzas de razón. 

Así entendidas las cosas, bien puede afirmarse que esta 
última nunca basta para que las disposiciones de la ley obli- 
guen ni aun en cuanto a la fuerza directiva, pues si la for- 
malis ratio constitutiva de la ley es la mente del legislador, lo 
que en ésta no esté comprendido no podrá caer bajo el impe- 
rio de los preceptos de la ley, que es lo que ocurre precisamen- 
te con la extensión por semejanza de razón (25). 

A esto opone Silvestre que del mismo modo que en el 
orden natural con igualdad de causas se producen idénticos 
efectos, debe ocurrir en el jurídico y, por consiguiente, todo lo 
comprendido dentro de la misma razón (eadem ratio) de la 
ley (que al fin y al cabo, formalmente, es la ley misma), aunque 
por ésta no sea expresado, ha de caer bajo su imperio. 

La equivocación de Silvestre se encuentra en los términos 
que emplea (eadem ratio), pues confunde en un mismo supues- 
to la semejanza con la identidad de razón, y las críticas que 
anteceden van sólo dirigidas contra la primera. Esto aparte de 
otros errores, por ejemplo, equiparar el orden físico con el 
moral, siendo así que los separan diferencias tan radicales como 
la de que en éste se producen los hechos mediante la libertad, 
cosa que allí no acontece (y el mismo Silvestre reconoce que 
de la voluntad del legislador pende extender más o menos sus 
preceptos); sostener que la razón de la ley, formalmente, es 
la ley misma y aun el derecho, siendo así que en toda ley se 
da además otro elemento importantísimo, cual es la voluntad 
legislativa. Y sin negar que ésta tenga límites infranqueables 
constituidos por los preceptos de la razón natural en cuanto 
elemento intrinseco de la ley, los cuales se extenderán tanto 
cuanto esa misma razón natural pida, hay que reconocer que 
en toda ley humana existe una parte muy importante, circuns- 


(25) Lib. VI, cap. III, núms, 8 y 9. 
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tancial o de conveniencia, en la que el legislador tiene arbitrio, 
del cual penderá que sus preceptos se extiendan más O menos. 

Aún podría decirse que aunque la razón sola, sin volun- 
tad, no es ley, es, sin embargo, indicio de la mente del legisla- 
dor, sobre todo si se expresa en la ley; pero entonces ocutrri- 
rá que ya no estamos en el caso de la interpretación puramen- 
te extensiva, sino en el de la comprensiva, ya que se trata de 
un supuesto comprendido dentro de la razón y de la voluntad 
del legislador. Y el fondo de verdad que aquí puede encontrat- 
se resalta más en los casos de identidad de razón. En efecto, 
en los de semejanza no hay un motivo de necesidad racional, 
que aquí existe, y sólo, sí, un indicio de conveniencia u honesti- 
dad, por lo cual el legislador, usando de ese arbitrio que le 
hemos reconocido, pudo escoger una materia determinada, y 
no otra, para dictar sus preceptos, por más que en ambas exis- 
tan razones semejantes. Tal ocurre, por ejemplo, con la ley 
que tasa el precio del pan y no el del aceite, en la cual, a pe- 
sar de que se entienda que existe entre los dos casos semejanza 
de razón, no pueden extenderse los preceptos del uno al otro. 

Es esta opinión, como se ha dicho al principio, generalmen- 
te recibida y no se aplica a las demás leyes no penales. Sin 
embargo, el motivo de no admitir extensión en la ley, por se- 
mejánza de razón, es el mismo, ya que no procede de la pena 
añadida a sus preceptos, sino de que voluntas legislatoris ex ul 
solius rationis similis non comprehendit casus omissos (26). 

La cuestión de la extensión por analogía en el fuero ex- 
terno.—No obliga, pues, la ley, según la doctrina expuesta, cuan- 
do el caso de que se trate no esté comprendido en sus pala- 
bras de ningún modo y sí solamente en cuanto a la razón que 
en él existe, que es semejante o mayor a la que existe en los 
supuestos de la ley. 

Pero debe advertirse que hablando los juristas del orden 
que ha de guardarse en el fuero externo y en las sentencias, 
dicen que a falta de ley debe procederse a similibus ad similia: 
de lo dispuesto en la ley para un caso, con relación a otro en 
que no'existe disposición legal. Por ello dicen que no debe 


(26) Lib. VI, cap. 111, núms. 10 y II. 
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entenderse que un caso esté omitido en las disposiciones de 
la ley cuando ésta prevé otro que con él guarda semejanza. de 
razón. ] 

De dos modos puede explicarse esta sentencia: como nor- 
ma de prudente juicio y racional conjetura, en cuya conside- 
ración es muy loable, porque es norma de buen juicio guiarse 
por lo que las leyes anteriores han aprobado, y tan es así, que 
a veces el legislador se inspira en los mismos principios; o 
como un precepto obligatorio, lo cual ya no es tan cierto, aun- 
que: es probable, incluso para el Juez, pero en este caso la 
obligación no procede de la ley con cuyo supuesto es semejan- 
te la cuestión debatida, sino de aquella otra en que se manda 
observar la costumbre de proceder por semejanza en los casos 
no previstos. Y aún podría decirse que esta extensión perte- 
nece al orden de las presunciones ¿uris et de iure, contra las 
que no se admite prueba directa. 

En resumen, puede afirmarse que donde no constara otra 
cosa, manifiestamente, acerca de la mente del legislador, debe 
el Juez usar de la extensión por semejanza de razón, ubi casus 
aliter non potest aperto ture decidi (27). 

Interpretación comprensiva.—Rechazada, pues, la doctrina 
de que basta la semejanza sola de razón para extender los 
preceptos de la ley, y colocada en su lugar propio la cuestión 
de la analogía, queda por examinar cuándo procede realmente 
la extensión por identidad de razón. “Y en este punto es de 
observar —dice Suárez— que aunque el caso por sí y clara- 
mente no esté comprendido en las palabras de la ley, para rea- 
lizar la extensión en los preceptos de ésta debe atenderse siem- 
pre a buscar algún contacto con los vocablos empleados en la 
ley, siquiera se los tome en un sentido muy amplio y algo im- 
propio.” Es ésta sentencia que puede extraerse del Derecho 
romano y del canónico, en donde se afirma que obra en fraude 
de la ley el que, pegándose al sentido material de las locu- 
ciones empleadas, se separa de la intención que las anima. Y 
asi, cuando se prohibe un cierto negocio a determinadas per- 
sonas, éstas lo realizan por medio de mandatario (caso no com- 


(27) Lib. VI, cap. TIL, núm. 12. 
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prendido expresamente en las palabras de la ley), o cuando 


se les prohibe mutuar, venden dinero a crédito. Todo lo cual: 
viene a confirmar lo de que no deben separarse las palabras 


de la intención. Aparte de que en estos supuestos en que exis- 
te identidad de razón hay que creer que el legislador mismo se 
hubiera movido a incluírlos en sus disposiciones si los hubie- 
ra previsto, y ello podría deducirse de la materia, de las cir- 
cunstancias y aun de las mismas palabras de la ley (28). 

Pero para esta interpretación comprensiva es requisito in- 
dispensable que la razón del caso no expresamente comprendi- 
do sea adecuada a la de la ley misma. Dos requisitos son pre- 
cisos para que esta adecuación exista: que esa razón por sí 
sola haya movido eficazmente al legislador a establecer la ley 
y que sea el fin único integramente intentado también por el 
legislador. Lo primero se explica porque si es necesario el con- 


curso de varias razones, sólo cuando se diese podría hablarse 
de esa extensión; lo segundo, porque si no fué integramente 


buscado ese fin, no conviene extender los preceptos de la ley 
a todo lo que de algún modo participe de la misma razón, ya 
que entonces se traspasaría la mente del legislador. 

En cambio, cuando concurren esas dos circunstancias debe 
darse a la ley cuanta extensión sea necesaria ad vitandam omnen 
fraudem et circunventionem legis. | 

Aún podría añadirse, para completar la doctrina, que la 
razón de la ley debe ser universal para todos los casos que, 
por la fuerza de aquella misma razón, deberán estar compren- 
didos en la ley, de tal modo que nunca se proponga extender 
la ley a unos casos y no a otros. Y si así no ocurriera, como 
hemos dicho repetidamente que el legislador puede querer una 
cosa y no querer otra, no dándose esa forzosa conexión entre 
el caso comprendido en las palabras de la ley y los que no lo 
están, de tal suerte que sin ella se produjera, en la aplicación 
de la ley, imprudencia o injusticia, no habrá motivo bastante 
para forzar el sentido natural de las palabras de la ley y darle 


(28) Lib. VI, cap. III, núms. 14 y 13. Aduce varios ejemplos toma- 
dos del Derecho romano y del canónico. | 
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sesa extensión, ya que, de otro modo, estaríamos en un caso 
de semejanza y no de identidad de razón (29). 

No es, pues, de aprobar la sentencia del Panormitano, se- 
gún el que debe ampliarse la ley (o restringirse) dentro de los 
límites de la razón que ella misma ha expresado, aunque de la 
inaplicación no resulte violentado el sentido de las palabras, ni 
exista necesidad para ello. Y así dice que el capítulo de las 
Decretales De insulis, en el que se prohibe la admisión a los 
wotos sin un año de postulantado para aquellos monasterios 
que estén situados en islas, debe aplicarse a todas las órdenes 
de regla dura, conforme a la razón que se expresa en el capí- 
tulo mismo: quod ibi est dura congregatio. 

Pero con este criterio podría llegar hasta lo infinito, en la 
aplicación de las leyes a casos no comprendidos expresamente 
en ellas. 

Y al final se viene a caer en el error que al principio se 
ha desechado, cual es el no distinguir la semejanza de la iden- 
tidad de razón, pues aquí el Pontífice indudablemente tuvo en 
cuenta la cualidad de penosas en esa clase de congregaciones, 
pero no en general, sino especificamente, en cuanto a las que 
se encuentran sitas en islas. 

En que clase de leyes tiene lugar la extensión por identidad 
de razón.—Suele afirmarse por los autores que sólo se da en 
las leyes favorables. 

Convendría hacer una distinción previa para resolver esta 
cuestión, separando a un lado la extensión por identidad de 
razón y cierta necesaria conexión entre el caso previsto expre- 
samente y el no tan claramente aludido, o sea la que se reali- 
za para evitar injusticia o absurdo en la aplicación de la ley, 
y a otro la que se hace por cierta congruencia y permitiéndolo 
en cierto modo las palabras mismas de la ley. Y ya se com- 
prende sólo con esta distinción que la primera forma de la ex- 
tensión debe tener lugar no sólo en las leyes favorables sino 
en todas en las que concurran esas circunstancias y así también 
en las leyes penales y en las correctorias o irritantes. En las 


(20) Y trae un ejemplo del Derecho canónico, cap. 111, núms, 15 
y 16. 
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leyes penales, no sólo en cuanto a la pena, que al fin y al 
cabo es algo accesorio, sino también en cuanto a la obligación 
del precepto, del cual será una consecuencia la aplicación de 
la pena (30). Por lo demás, las condiciones para que tenga lu- 
gar esta extensión son las mismas expuestas: una razón nece- 
saria de conexión entre el caso expresamente comprendido en 
la ley y el que no lo está tan claramente y el cumplimiento ver- 
dadero e integro de esa razón en el supuesto a que se quiere 
extender la aplicación de la ley. Si esta extensión no se reali- 
zara, la aplicación de la ley penal sería defectuosa y non minus 
efficar et vmsta ac rationabilis debet esse lex poenalis, quam 
quaelibet alta (31). 

Fúndase la opinión contraria a la antes expuesta en la re- 
gla de que las penas han de ser restringidas o benignamente 
interpretadas; pero fácilmente se comprenderá que esta regla. 
no debe ni puede tener aplicación en esa extensión que se rea- 
liza necesariamente y por exigencias de la justicia, de la rec- 
titud o de la mejor aplicación de la ley, y que en cambio tiene 
su órbita propia en la interpretación voluntaria o por congruen- 
cia, ya que de no dar toda esa extensión a la ley, no se pro- 
ducen los inconvenientes que antes apuntábamos. Y tan es así, 
que aun aquellos autores que sostienen esta opinión en muchos 
casos de verdadera extensión de la ley por necesidad de razón, 
tratándose de leyes penales llegan a decir que es una adecuada 
interpretación de la ley, con lo cual la cuestión queda reducida 
sólo a un juego de voces. 

Por tanto, y en regla general, puede afirmarse que las le- 
yes penales admiten extensión por identidad de razón, siem- 
pre que el caso, además, esté comprendido bajo alguna propia 
significación de las palabras (32). 

Por las mismas razones ha de admitirse esto en las Mliciadas 
leyes correctorias o irritantes y, en general, en cualquier ley, 
por gravosa que sea, siempre que la aplicación por identidad 


(30) Salvo el caso de que la ley exija tasadas circunstancias para 
aplicar una pena determinada, como ocurre, v. gr., en las censuras; pero 
entonces propiamente no habrá identidad de razón. 

(3D Cap. IV, núms. 1 y 2. 

(32) Cap. IV mim. s: 
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de razón sea congruente con la equidad de la ley; y claro es 
que dada la forzosa conexión entre la mente del legislador y 
las palabras, será mucho más fácil admitir esta extensión si las 
palabras en alguna significación, hcet latissima, possint causa 
comprehendere (33). | 

¿Esta interpretación procede sólo por la razón expresa en 
la ley o también por la deducida mediante el trabajo de los in- 
térpretes? Aunque hay autores (Bártulo y el Panormitano) que 
se inclinan a lo primero, la mayoría, sin embargo, se decide por 
lo segundo, siempre que se trate de una razón deducida con 
cierta seguridad. A esta opinión se inclina Suárez, pero ha- 
ciendo observar que pocas veces será obligatoria esta inter- 
pretación, siéndolo, en cambio, siempre, cuando se trate de la 
expresa en la ley, porque entonces forma parte de la ley mis- 
ma (34). 

e) Otros modos de extensión de la ley: cómo se reducen 
a los anteriores.—Suelen considerarse por los autores otros me- 
dios de extensión de la ley que no están literalmente incluí- 
dos en los que dejamos examinados, pero en realidad a ellos 
se reducen. Así: 

1 La extensión de la ley ad correlativa. Ya se compren- 
de, con sólo la enunciación, que este criterio no basta por sí, 
únicamente (se trata, verbi gratia, de preceptos que hablan del 
padre y se trata de extenderlos a los hijos, del marido a la 
mujer, de la medida a. lo medido, etc.), pues no implica cone- 
xión bastante para ello y será preciso añadir: siempre que exis- 
ta en esos casos la misma razón, de tal suerte que no se pueda. 
decir algo de uno sin que alcance al otro. 

22 Por consecuencia o conexión —Tiene mucha semejan- 
za este supuesto con el de los casos correlativos cuando se trata 
de que no es posible mandar o prohibir una cosa sin hacer lo: 
mismo con otras que a ella están afectas. Puede también darse 
esa conexión por un común uso; pero entonces no tiene lugar 
por la sola fuerza de la razón, sino más bien por la significa- 


(33) Cap. IV, núms. 4 y 5. 
(34) Cap. IV, núm. 6. 
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«ción que se da a las palabras, en lo cual plurimum valet com- 
¿MUNIS USUS. 

3. Por reducción de varios casos a un principio o raíg co- 
mún—Ocurre lo mismo que con el núm. 1.”; es decir, que para 
«que se dé esa reducción a un común principio será necesario 
.«que en todos ellos exista idéntica razón. 

4. Por equiparación de un caso al tratado por otra ley.— 
“Si realmente hay identidad de casos, no se dará extensión sino 
desarrollo de la fuerza natural de la ley. Y si se funda sólo 
en la igualdad de razón que exista entre los dos casos, habrá 
de entenderse esto conforme a lo anteriormente dicho. 

Propiamente, sin embargo, el principio se refiere al des- 
“arrollo de la fuerza de una ley, relativamente a la aplicación 
«de otra; pero aun así no hay extensión sino una interpretación 
que los juristas llaman pasiva, contraponiéndola a la que se 
«opera con los solos elementos de una ley, o activa. 

5 Cuando la ley habla a modo de ejemplo y se extiende 
a los casos semejantes.—Hay aplicación práctica de este crite- 
rio en las Constituciones imperiales que, dictadas para un caso 
particular, se han aplicado, sin embargo, en otros semejantes ; 
“pero aquí convendría aplicar la distinción hecha entre identi- 
«dad y semejanza de razón, para concluír que será necesaria 
“aquélla y que no bastará ésta. 

Y así, por ejemplo, en el interdicto de possesione domus, 
otorgado por el Pretor para este solo caso, se extendió luego 
“a la posesión de los campos y a la de otras cosas, en todas las 
cuales existía la misma razón de justicia. La identidad, pues, 
deberá darse en el motivum vel ratio virtuti sub qua talis actus 
prohibetur vel praecipitur. 

6. En cuanto a las personas, lugares y tiempos. — Tiene 
“aplicación, como en los otros supuestos, la regla general, o sea 
«que si la ampliación o extensión es requerida por la identidad 
de razón, y la consienten las palabras, podrá darse. 

En cuanto a las personas, se realizará propriswme... tum qua 
lex loquitur ad personas, tum ettam quia actiones per respectum 
«ad personas variar: possunt. 

Por lo que hace a los lugares, se admitirá la extensión cuan- 
«lo los vocablos usados en la ley consientan una amplia signi- 
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ficación, ya porque las palabras sean ambiguas, ya porque, me- 
diante cierta conexión, puede entenderse que un lugar se halla 
comprendido bajo otro (como los suburbios en el nombre de 
la ciudad). Pero excluídas las palabras, nunca o rarísimas ve- 
ces podrá tener lugar esta extensión, ya que sl el lugar está 
fuera del territorio del legislador, no podrán obligar allí sus 
leyes y a lo sumo podrán aducirse como ejemplo o autoridad. 
Si, por el contrario, el lugar está dentro de su territorio, pero 
las palabras de la ley limitan claramente el espacio en que el 
legislador quiere que sea aplicada, no puede admitirse tampoco 
la extensión, porque se procedería manifiestamente contra la vo- 
luntad del legislador. 

En lo que se refiere al tiempo, por regla general tienen las 
leyes por un efecto propio y natural el darse para lo futuro, 
y en cuanto a lo pasado, no podrá realizarse la extensión más 
que en las leyes declarativas, no en las imperativas (35). 


B. RESTRICCIÓN. 


La doctrina de la restricción en la interpretación de las 
leyes, cum proportione, es la misma que la de la extensión; pero 
las dificultades y oscuridades en que aparece envuelta mueven 
a tratarla separadamente. 

Puede darse la restricción también por comparación con las 
palabras (según los varios significados que pueden tener, a 
saber: el propio natural, el propio civil o alguno impropio) o 
por comparación con la razón de la ley. No se puede, en cam- 
bio, realizar por comparación con la mente del legislador, pues 
parece envolver repugnancia, ya que la restricción supone, en 
cierto modo, limitar la extensión de la ley, cosa que no es de 
presumir en la voluntad del legislador. Se trata, pues, de redu- 
cir la aplicación de la ley a límites más estrechos de los que 
parecen señalar las palabras o la razón de la ley. 

Otras dos formas, basadas en un criterio distinto de clasi- 
ficación, cabe distinguir: la no extensión de la ley y la restric- 
ción propiamente tal; todavía podría añadirse, aunque en muy 


Ma Capo IV, núms. "7 ao. 
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raros casos, un término medio entre la extensión y la restric- 
ción, consistente en una adecuada interpretación de la ley, que 
se apoyara por igual en el sentido de las palabras y en la ra- 
zón; pero esto únicamente podría tener lugar allí donde las 
palabras sólo en un sentido propio (natural o civil) pudiesen 
considerarse, pues teniendo los dos, si se tomara uno sería 
restricción, y si los dos. parecería extensión. Aparte de que la 
doctrina de esta forma de interpretación resulta de lo que he-. 
mos dicho anteriormente al hablar de hasta donde no es lici-. 
to llegar con la extensión de la ley (36). 

Cuándo no puede aplicarse la restricción. — Cuando, con 
arreglo a los principios expuestos, deba óbrarse con extensión 
al aplicar la ley. 

Podrá, sin embargo, darse extensión y restricción en una, 
misma ley tratándose de casos diversos. 

Interpretación restrictiva: 1. Por comparación con las pa- 
labras. 

Cuándo debe tener lugar. a) Viceversa: cuando, con arre- 
glo a esos mismos principios, no sea licita la extensión más 
allá del rigor de las palabras, y aunque éstas admitiesen un 
sentido más amplio, propiamente estamos en el caso de una res- 
tricción, porque tal supone el no obrar esa ampliación, que de 
otra suerte hubiera sido posible. b) Para evitar absurdo o in” 
justicia en la aplicación de la ley, puede admitirse la extensión 
aun más allá de un significado extenso de las palabras. Lo 
mismo ocurre en la restricción y por las mismas razones que 
alí. 

Advierte el Panormitano que la ley debe ser restringida se- 
gún la razón natural, aunque no esté expresada; pero esto ha 
de entenderse subordinándolo a lo antes dicho, pues si la ra- 
zón natural muestra que de no obrarse esa restricción se pro- 
duce absurdo o injusticia en la aplicación de la ley, desde luego 
tendrá lugar, pero no solamente porque la razón natural ad- 
mita sin inconveniente la aplicación de la ley restringidamente 
(sin que, por otra parte, de no hacerlo así no resulte absurdo o 
injusticia) va a privársela de su extensión natural, ya que, 


(36) . Lib. VI, cap. V, núm. 1. 
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como veremos luego, legis obligatio (non?) cessat wm particula- 
ri, licet ratio cius negative deficiat, si non deficit contrarie. Cla- 
ro está que esto se dice cuando la restricción vaya en cierto 
modo contra la propiedad de las palabras, pues si en un sen- 
tido propio de sus vocablos la ley puede admitir tal aplicación 
restringida, y, por otra parte, es conforme a la equidad o a la 
benignidad, entonces, aunque no necesaria, puede admitirse co- 
mo posible. 

| De aquí se deduce también que la ley que habla indistinta- 
mente debe interpretarse, aun restrictivamente, en favor del 
inocente, pues lo contrario intustiiam involuvit (37). 

2: Interpretación restrictiva por comparación con la razón 
de la ley—Ha de decirse en segundo término que cuando las 
palabras de la ley no son adecuadas a su razón han de restrin- 
girse con arreglo a ésta y no ser tomadas en toda su generali- 
dad. Esto ha de entenderse claramente de la razón expresa en 
la ley y sólo con visos de probabilidad en la deducida por los 
intérpretes; no llega a producir certeza el hecho de que los in- 
térpretes no encuentren otra razón adecuada, pues pudo tener- 
la presente el legislador, a pesar de esto. No se trata, claro 
está, del caso en que la ley resultase injusta de aplicarla más 
allá del límite marcado por la restricción, pues entonces nos 
encontraríamos en el supuesto anterior. 

La justificación de este principio es clara: la ley procede 
de la voluntad del Príncipe, pero no se puede entender que éste 
quiere más allá de los límites de la razón, por lo cual éstos 
fijan también el punto hasta donde debe llegar la aplicación de 
la ley. 

Suelen, sin embargo, alegarse contra esta sentencia varias 
leyes, una de ellas del Digesto (“Non omnium”, De legibus, 
L. 1, Tít. 1), que sostiene: interdum legem obligare ubi non 
habet locum. cius ratio, confirmada luego en otras, y principal- 
mente en la que prohibe a la mujer acusada de adulterio en- 
“ajenar siervos, sin poner en cuestión que éstos sean de los que 
viven con ella en la ciudad o de los que habitan en el campo, 
-no obstante que, conjeturalmente, la razón de la ley en este 


(37) Idem, íd., núms. 2 y 3. 
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caso (se dice) fué evitar que mancipia quaestiont subducantur,. 
y que se tuviera que prescindir de los testimonios de estos sier- 
vos. Pero en verdad, ya se ha dicho más de una vez, la razón 
de la ley no es su virtud constitutiva, sino que ésta la recibe: 
de la voluntad del Príncipe, el cual, sin incurrir en absurdo, 
puede, por cautela, ir más allá de lo que reclama estrictamente: 


la razón de la ley. Después de todo, lo mismo ocurre con la. 


extensión, pues siendo a veces más restringido el alcance de la. 
voluntad del legislador que el de la razón de la ley, ésta, sin: 
embargo, no se amplía a todo lo que aquélla comprende (38). 

Además, aunque se admita esa aserción, ha de entenderse- 
respecto de la razón adecuada e intrínseca y ut ita dicam cons- 


titutiva proxima obiecti etus. Y del mismo modo que en la ex-- 
tensión, creemos en la restricción que es preciso que en la ra-- 


zón buscada conextonem habeant ommia comprehensa sub lege,. 
qua per alla aliguo modo constituuntur sub tali obiecto (39). 
Pues si la razón no es adecuada, aunque sea menos universal' 
que las palabras, éstas, por motivos distintos, pueden compren- 
der dentro de la ley todos esos casos que, en virtud de dicha. 


razón inadecuada, habría que excluir. Pero además de adecua-- 
da, hemos dicho que debe ser intrínseca, esto es, quasi comsti-- 


iitutiva obiecti emus (legis). Werbi gratia, en la ley del ayuno no: 
puede decirse que sea la razón constitutiva el refrenar los vi- 
cios y sacar de aquí como consecuencia que donde no existie- 
ran, faltando la razón de la ley, deja ésta de obligar, pues pue- 
den existir otros motivos para preceptuarlo, como la honestas: 
temperantiae im tali actu seu materta. 


Aplicando estos principios (que la razón de la ley para ser” 
adecuada e intrínseca ha de contener el fin próximamente in-- 
tentado por la ley y como constitutivo de su objeto) al ejemplo: 


de la ley citada por Digesto, se verá que la materia de la ley. 
y el fin próximamente intentado por ella fué evitar que se 
emanciparan los esclavos y lo de ne mancipia quaestioni subdu- 
cantur una razón expresada en la ley misma, acaso la prin- 


cipal, pero no la adecuada e intrínseca, puesto que la voluntad: 


(38) Idem, íd., núms. 4 y 5. 
(30) Idem, íd., núm. 6. 
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del legislador aparece claramente, acaso por un exceso de cau- 
tela, dictando la prohibición en sentido absoluto, en lo cual 
nada de irracional puede verse, pues aunque los esclavos que: 
residen en el campo normalmente no habrán podido ser testi- 
gos del crimen de adulterio, sin embargo, ocasionalmente pu- 
dieron venir a la ciudad y presenciarlo y, además, se evita 
que ciertos esclavos de la ciudad se dieran como del campo, para. 
suprimir testimonios. 

De todo lo cual puede sacarse la verdadera regla para res- 
tringir la ley, a saber: si ratio contineat intrinsecum motivum 
virtutis vel vitii, cuius intuitu actus praecipitur vel prohibetur, 
sine dubio lex non comprehendet casum in quo talis ratio tm-- 
venta non fuerit. Y aquí, en efecto, concurren las condiciones 
que habíamos exigido, pues esa razón se constituye en la pro-- 
pia materia de la ley (motivum virtutis vel vitm), siendo, por 
tanto, adecuada; y es, además, intrínseca, pues atiende a lo que: 
realmente se propuso la ley. 

Puede decirse que con esto terminan las semejanzas entre: 
extensión y restricción, pues mientras la voluntad, prudente-- 
mente, puede querer una cosa y no querer otra (aunque las 
dos estén comprendidas bajo una misma razón), salvo el caso- 
de que entre ellas exista una verdadera y necesaria conexión, 
no puede querer fuera de los términos de una razón que se ha 
demostrado que es la adecuada a la ley. 

Debe aquí contestarse al Panormitano, que comentando el 
tantas veces citado capítulo “Quia in insulis” y entendiendo 
que las palabras quia ibi est dura congregatio monachorum, sor' 
constitutivas de la razón del precepto, sostiene que esta dispo- 
sición no tiene aplicación en aquellas islas donde la condición 
de los monjes no sea dura. Tal interpretación está fuera de- 
los términos que se han marcado para determinar cuál es la. 
razón adecuada e intrínseca de una ley, aparte de que podría 
rechazarse teniendo en cuenta que para eximir del cumpli- 
miento de una obligación impuesta por la ley no basta que 
su razón cese negative, sino contrarie, como se verá más ade-- 
lante (40). 


(40) Idem, íd., núm. 6 también. 
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También puede restringirse una ley ex subiecta materia y 
principalmente por comparación a lo dispuesto en otras leyes. 
La materia, en efecto, ha de tomarse en consideración para dar 
su verdadero alcance a las palabras, y con arreglo a ella pue- 
den éstas ser limitadas. Asi, la ley del Derecho civil que pro-. 
hibe al patrono exigir del liberto juramento de no contraer ma- 
trimonio, es limitada más abajo por otra que dice que esta 
disposición no es aplicable al liberto eunuco, pues ex subiecta 
materia, la ley se refiere a los libertos que puedan, tener hi- 
jos (41). En realidad, esto puede reducirse también a la razón 
de la ley. 

Restricción de la ley supone, igualmente, que en casos es- 
peciales, por voluntad del Príncipe, la ley general deje de obli- 
gar con relación a determinadas personas o cosas, lo cual puede 
tener lugar o por un derecho especial que así lo determine o 
por corrección de una ley general mediante los estatutos de 
las localidades en quienes exista el poder de dárselos. 

Por último, se consigna otro modo de restringir la ley por 
ausencia de la voluntad del legislador, fundado en aquella ge- 
neralis praesumptio quod nemo tn general: sermone comprehen” 
dit id quod im specie esset voliturus (42). 


C) LA APLICACIÓN DE LA LEY Y LA EQUIDAD. 


Con lo dicho hasta ahora puede darse por terminada la ex- 
posición de la doctrina de la interpretación de las leyes en 
Suárez. 

Este a continuación se ocupa de fijar si imterdum cesset 
obligatio legis im particulari, contra verba legis etiamsi per Prin- 
cipem non tollatur, lo cual pertenece más bien a la doctrina de 
la mudanza en las leyes; pero, ¿no podría también compren- 
derse, en cierto modo, dentro de los principios de la interpre- 
tación? En un sentido estricto, ciertamente que no, porque en- 
tonces la labor del intérprete consistiría in declaratione et inte- 
ligentia proprii et (ut sic dicam) inmediati sensus ipsius legis; 


(41) Cuyos derechos sucesorios perjudican los del patrono, como 
€s sabido. 
(42) Cap. V, núm. y. 
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pero en otro sentido más amplio prout aliguid specialiter opera- 
tur circa legem, quae multiplex est secundum. varios efectos, 
unus est correctio vel abrogatto legis, claro está que no solamente 
estará comprendida la doctrina de la cesación de la obligación 
impuesta por la ley en un caso particular, sino aun todos los pro- 
blemas originados por la sucesión de las leyes en el tiempo (de- 
rogación, abrogación, etc. (43). 

No deben, sin embargo, confundirse ambas doctrinas. La de 
la cesación de la ley tiene muy próximo parentesco (por no decir 
que es la misma) con la que tratan Aristóteles y Santo Tomás; 
aquél como enmienda de la ley por la epiqueya y éste en ese 
mismó aspecto y como cesación de la obligación de la ley. Supo- 
ne, además, una ley ya interpretada, o sea en que se ha determi- 
nado el verdadero sentido de sus palabras y el alcance que puede 
darse a sus preceptos, y trata de fijar si, concurriendo determi- 
nadas circunstancias, puede entendersé que esa ley no obliga (44). 

Doctrina de Aristóteles.—Pone el filósofo griego entre las 
partes de la justicia la equidad, que define como ememdatio (nem 
en el texto de Suárez, porque es necesario este acusativo para la 
construcción) legis ea ex parte qua deficit propter universale. Y 
razonando su aserción llega a decir: La ley se promulga como 
regla general; pero bien puede ocurrir que las cosas humanas so- 
bre que la ley verse varien, y no pudiendo el legislador prever 
estas variaciones, y aun previéndolas, no pudiendo eximir de la 
obligación de sus preceptos expresamente, porque ello traería una 
gran confusión, es preferible y hasta necesario admitir que la 
ley humana pueda dejar de obligar propter mutationem rerum. in 
els contingentem.” Pero no se deduce de aquí que la ley sea 
injusta —continúa Aristóteles—, sino que podría no ser justa si 
en tales casos obligara; por lo demás, para que sea recta basta 
con que recoja aquello que las más de las veces ocurre. Defec- 
tus ergo (sigue el mismo filósofo) non est in lege, neque in legis- 
latore, sed in natura. Y añade Suárez: 1d est, im materia muta- 
bilt, lo cual, según él también, es sobrentendido por la naturaleza 
de las cosas, aunque no se exprese de modo claro en las leyes, 


(43) Cap. II, núm. 1, y proemio, lib, 6.” 
(44) Cap. VII, núms, 1 y 2. 
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pues de otra manera éstas resultarían injustas e irracionales. 
Esto explica el que la ley, en ocasiones, ab intrinseco, cese justa- 
mente. | 

Tanto vale decir epiqueya como equidad, pues este segundo 
nombre es la traducción latina de aquella voz griega, y aunque 
esta voz, a veces, se tome como sinónimo de justicia y en oca- 
siones como principio moderador del ánimo, cuando se distingue 
del Derecho escrito y riguroso (45) es lo mismo que la epiqueya 
o en muy poco se diferencia de ella. 

Actos con los que se ejercita la aplicación de la epiqueya— 
Uno de la inteligencia, profiriendo la sentencia de que hic et 
nunc no obliga la ley, aunque hable en general, y otro de la vo- 
luntad, siguiendo este principio y obrando contra las palabras 
de la ley. Uno y otro son actos de virtud en general, sin que en 
particular haya que crear un género especial de virtud para ex- 
plicarlos ; así, el acto de la inteligencia será un acto de prudencia, 
que sigue más bien que las palabras de la ley los generaliu prin- 
cipia turis naturalis vel ettam humani, quatenus ab eis tale vudi- 
cium in particulari pendent, y lo mismo en el legislador, porque 
al interpretar la ley, declarando que en tal caso o en tal otro no 
obliga, se atiene a las máximas de la prudencia política. 

El de la voluntad, que sigue ese juicio, no pertenece siempre 
a la misma virtud, sino que por el motivo de obrar, por la capa- 
cidad de la materia y por la razón que le acompaña puede va- 
riar. Así, en el príncipe puede esa interpretación ser un acto 
de la justicia legal, porque se ordene al bien común; pero puede 
también corresponder a la justicia conmutativa para no gravar 
al súbdito con más de lo debido. Y, en general, puede decirse 
que desde luego el excusar de la obligación de la ley en ese caso 
es un acto de justicia, pues la epiqueya es una de las partes de 
ella, si bien aquí se prefiere la justicia equitativa a la justicia 
legal, entendiendo por justicia legal aquí la que consiste en la 
observancia rigurosa de los preceptos legales. 

En el súbdito no es necesario que la inobservancia de la ley 
suponga un acto de justicia, pues puede muy bien tratarse de 
un acto de temperancia; verbi gratía, comer carne en día de ayu- 


(45) V. el lib. 1, cap. IL 
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no para sustentarse, no pudiendo tomar otro alimento, no supone 
necesariamente un acto de justicia (46). 

Si se aplica por igual a las leyes positivas que a las negativas. 
—LDe estas últimas no hay duda ninguna, porque como obligan 
Semper et pro semper, en aquellos casos en que no se encuentre 
ocasión de guardar el precepto será muy necesaria esta excusa. 
En cambio, en los preceptos afirmativos, como obligan pro opor- 
tuno tempore, parece que más bien se trata de una dilación en 
el cumplimiento de la ley que de una cesación en su obligatorie- 
dad. De hecho, sin embargo, suele atribuírse la equidad a una y 
otra clase de preceptos, por lo cual (si no se trata de una cuestión 
de palabras) se podrá decir para conciliar ambas opiniones que 
la equidad se refiere siempre a los preceptos negativos, y a todos 
aquellos afirmativos que, o tienen tiempo designado para su 
observancia (en cuyo caso tel no obedecerlos dentro del tiempo 
marcado tendrá que ser propiamente por cesación de la obliga- 
ción que imponen), o a los que, aunque afirmativos en su forma, 
en su fondo son negativos, ya porque envuelvan un precepto de 
esta especie o le den fundamento. En los demás casos no parece 
que propiamente hay aplicación de la epiqueya (47). 

Requisitos que son necesarios para que cese la obligación de 
la ley por epiqueya.—Juzgan algunos que basta sólo con que la 
razón de la ley cese negative, es decir, con que en el caso pro- 
puesto no se encuentre la razón que movió al legislador a dar 
la ley. Se cita a Santo Tomás en apoyo de esta opinión, pero 
indebidamente, porque precisamente, en el pasaje alegado (2, 2, 
q. 147, artículos 1 y 2) exige para eximir de la obliga- 
ción del ayuno, la concurrencia de una causa racional que se 
oponga a su observancia; más bien panecen inclinarse a esta 
opinión Cayetano y Navarro, especialmente con relación a las 
leyes. que prohiben o mandan algo para evitar ciertos inconve- 
nientes, de lo cual se deduce que cuando de su inobservancia no 
resultasen esos inconvenientes, cesará la obligación de observar 
la ley, por más que aun de cumplirla no se siguiera ningún per- 
juicio. El Panormitano pudiera también ser contado entre los 


(46) Lib. VI, cap. VI, núms. 3 y 4. 
(47) Idem, id., núm. s. 
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defensores de esta tesis, pues con referencia al capítulo guia tn 


imsulis, sostiene la doctrina, ya expuesta y rebatida, de que no 


se necesita la edad especial que exige para los votos ¡en aquellos 
conventos situados en islas, cuando en éstas no se dé la razón 
de la ley (quia ibi est dura congregatio). 

Se dice, en efecto: la razón de la ley es causa adecuada de 
su obligatoriedad; luego cesando aquélla debe cesar ésta; se 
prueba el antecedente porque la razón es el alma de la ley, y así 
como el cuerpo no puede moverse sin el alma, así tampoco puede 
subsistir la ley sin una razón. Es más, cuando en las leyes falta 
la razón, falta también la justicia et consecuenter vim obligandi; 
y se prueba la segunda parte de la proposición porque la ley 
debe ordenarse al bien común y no descender a casos particulares 
sino por influjo de ese bien común, y donde ese motivo no al- 
cance, tampoco debe llegar la ley (48). 

No es, sin iembargo, muy firme esta proposición, como de- 
mostraremos ahora, y si bien se miran atentamente los autores 
que citan en su apoyo, más bien se inclinan a la otra doctrina, a 
saber: que cesa por epiqueya la obligación de la ley cuando la 
razón de la ley falta contraric, pues si en tal caso se entendiera 
que la ley obligaba, resultaría ésta inicua o inhumana. Es ésta la 
misma sentencia de Santo Tomás cuando, hablando de la viola- 
ción del precepto que manda no abrir las puertas de la ciudad de 
noche para dar paso a un gran número de ciudadanos persegui- 
dos por el enemigo, la justifica diciendo: “In his ergo et similibús 
casibus malum est sequi legem positam.” | 

La falsedad de la opinión contraria puede probarse tatilmen 
te por argumentos a contrario: si la razón de la ley cesa nega- 
tive, no es injusto, malo ni inhumano guardar la ley, ni hay 
tampoco, por consiguiente, motivo para que deje de obligar. Y 
en efecto, Aristóteles dice que tiene lugar la aplicación de la epi- 
queya, corrigiendo la ley, cuando ésta peca, es decir, cuando 
pecaría 'si se aplicase, por lo cual añade que la epiqueya es la 
dirección de la ley para que ésta no se aparte de lo recto, lo cual 
ciertamente tampoco tiene lugar cuando cesa la razón de la ley 


(48) Cap. VIL, núm. 1. ÓN 
(49) Cap. VII núm, 2. EA A o , de (E 
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«negative, porque aun cesando la razón de ese modo, puede que- 
«dar una voluntad justa de obligar en el legislador, ya que el 
cumplimiento de la ley (que ya hemos dicho no es injusto ni 
-malo) puede tener un lado loable. Y así, en el ejemplo antes 
puesto, aun cuando es fin del ayuno macerar la carne y satisfacer 
“por los pecados, en personas en quienes ninguna de estas nece- 
sidades se dé (caso en que cesa la razón de la ley negative) aún 
tendría su observancia: un aspecto bueno, cual es observar lo pres- 
.crito en la ley (50). De otro modo, admitiendo ese principio 
se seguirían consecuencias absurdas; verbi gratia, en el mismo 
“precepto del ayuno los varones perfectos podrian eximirse de 
cumplirlo, alegando que no sentian ellos la necesidad de obser- 
varlo, por haber alcanzado ya el fin que la Iglesia se propuso al 
»establecerlo. Y aun: la fornicación podría entenderse permitida 
en los casos en que evidentemente faltara la razón de prohibirla, 
que es evitar la mala educación de los hijos habidos en el con- 
iaa vago. | 
Y es esto porque, 'aun cesando netivatrentó la. razón de 
da 9 queda siempre una razón más universal para su observan- 
cia, cual es la conveniencia para el bien común de guardar las 
“leyes, que se quebrantaría con que éstas dejasen de cumplirse 
en ese supuesto. Y aquí, retorciendo el argumento de los que 
«opinan del otro modo, se podría decir que aunque la razón de 
:la“leyoen!esos supuestos, en cuanto a una persona señalada y a 
«una particular necesidad, cesa, continúa su fuerza general de 
«obligar, pues basta para que el legislador dicte sus disposiciones 
.con carácter general, el que la razón de la ley se dé en la mayor 
- parte de los casos, aunque no se dé en todos, y aunque esta excep- 
«ción pudo tenerla presente el legislador, no falta a lo debido con 
-no mencionarla expresamente y eximir ese supuesto de sus pre- 
«ceptos, pues puede justamente querer que obligue a todos sin 
«distinción, mientras: no exista un impedimento contrario a la 
«equidad ; luego así ha de interpretarse la oa del legislador 
y así ha de obligar la ley. 
La proposición mayor se prueba porque la voluntad puesta 
«con esa universalidad se muestra en una razón generalísima que 


a 


(50) Cap. VII, núm, 3. Al 
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conviene al bien común y no perjudica al interés particular, pues- 
siempre es útil cumplir la ley, ya que ello supone un acto de: 
justicia legal. En cuanto a la comprensión por las palabras de- 
la ley del caso a que se quiere aplicar la equidad, va supuesta,. 
pues hemos dicho al principio que trabajamos sobre una ley ya. 
interpretada, como comprendiendo casos que en virtud de la: 
epiqueya se quieren excluir (51). En cuanto a lo que puede darse 
esa voluntad justa en el legislador de que hemos hablado, no 
ofrece duda, pues las leyes obligan ad materiam preceptam y no- 
ad finem praecepti. | 

Al lado de los que creen que basta la cesación de la razón de 
la ley negativamente para que ésta deje de obligar, se encuen-- 
tran otros que creen que sólo cuando la razón de la ley falta,. 


de tal modo que observarla sea inicuo, podrá el súbdito eximir-- 


se de la obligación que ella le impone. Se apoyan éstos también 
en Santo Tomás (3, dist. 37, q. 1, art. 4), el cual enseña que la 
epiqueya se aplica cum observando legem discreparet quis ab in” 
tentione legislatoris, pues en éste no es de suponer que se qui-- 
siera apartar de la rectitud, y en otro pasaje donde sostiene la. 
opinión de que sólo podrá dejar de cumplirse la ley cuando ésta: 
resultase mala o nociva para la República. Arguyen también con: 
Aristóteles cuando éste dice que la epiqueya es la dirección de: 
la ley, quia peccat propter umiversale, entendiendo que lo de pe- 


car sólo tendrá lugar cuando obligue a un acto inicuo. Finalmen-- 


te, arguyen por los inconvenientes que produciría otra sentencia 
distinta, pues podría justificarse, como antes se dijo al rechazar 
la doctrina de la cesación de la razón negative, hasta la fornica-- 
ción. Esta es sentencia de Soto y de casi todos los teólogos (52).- 

Sin embargo, esta doctrina le parece a Suárez al revés que- 
la otra: demasiado rígida y limitada, porque a menudo puede el. 
hombre ser excusado de la observancia de la ley, aunque pueda 
realizar el acto por aquélla mandado u omitir el prohibido, lo- 
cual prueba que no solamente cesa la obligación de la ley porque- 
su observancia resulte inicua, sino también, y esto sucederá a 
menudo, solum quia est nimis grave aut difficile. El hecho es» 


(51) Cap. VII, núm. 4. 
(52) Cap. VII, núm. s. 
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«claro y probado, porque se ve que, aplicando la epiqueya, no 
siempre el hombre se ve obligado a seguirla, como tendría que 
hacer si, de otro modo, resultase incurso en injusticia, guia vitare 
td quod iniquum est semper cadit subobligationem. Y, en efecto, 
se ha sostenido (en el lib. 3.”) que la ley que manda bajo peligro 
«de vida puede lícitamente, muchas veces, no observarse; pues 
“bien, en estos casos, queriendo ceder de nuestro derecho, podría- 
“mos justamente seguir sus preceptos. La excusa no siempre 
«coincide, por tanto, con la obligación de no realizar el acto, ni 
nace de la iniquidad de éste, sino de otro derecho que el hombre 
tiene ut non tan serviliter, ut sic dicam, obligetur. 

Y así, en la confesión, puede el hombre excusarse de declarar 
«aquellos pecados cuya revelación le exponga a una gravísima in- 
famia y, no obstante, si quiere, puede confesarlos, sabiendo que 
-se expone a esa infamia, sin caer por ello en culpa; el condenado 
:a muerte por hambre puede, teniendo alimento a mano, comer, 
y sin embargo, puede renunciar a él y someterse a la pena im- 
“puesta. Es más; muchas veces esta obediencia estricta a la ley 
«no solamente no es pecado sino aun obra de mayor merecimien- 
to (53). Decir cuándo se trata de un caso o de otro pertenece a 
la virtud y oficio de la prudencia. 

Y a las razones de Cayetano se puede contestar que no sólo 
«es extraño a la prudencia del legislador mandar cosas inicuas 
«sino que es inhumano que imponga obligaciones más duras de las 
«que puede soportar la condición de las criaturas. Luego no sólo 
peca la ley (en el tecnicismo de Aristóteles) mandando lo que no 
«debe, esto es, lo inicuo, sino mandando cuando o como no debe, 
es decir, obligando con mayor rigor del que es necesario. 

En este sentido pueden interpretarse las reglas de Santo 
“Tomás y de Aristóteles. 

A la razón de que la equidad es parte de la justicia y di- 
«rección de la ley, se puede contestar que también aquí inter- 
“vienen razones de justicia no obligando el legislador en estos 
«casos, aunque el mandarlo no sea malo, pero sí muy grave. Y 
por último, en cuanto a lo de que pueda justificarse incluso 
“la fornicación, es de advertir que ello será réplica adecuada para 


po 


(s3) Cap. VIL, núm. 6. CON 
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los que defienden que basta para eximir de la obligación de 
la ley el que la razón de ésta cese negativamente, pero no para. 
los que opinan que debe cesar contrarie (54), hasta el punto: 
de que la observancia del precepto resulte, mo difícil, sino 1n- 
tolerable, porque ello va contra la intención del legislador. 

Y con esto llegamos al verdadero punto en que puede ad- 
mitirse que la cesación de la razón de la ley exime de obliga- 
ción, a saber: no sólo cuando el legislador manda cosas inicuas 
(en cuyo supuesto le falta poder para obligar), ni cuando las 
manda buenas, pero inmoderadas, sino aun cuando de las cir- 
cunstancias se colige que el imponer esa obligación fué con-- 
trario a la intención que le guiaba al dictar la ley. Verb gra- 
tia, en el precepto del ayuno está consignado expresamente 
que no obligará en caso de enfermedad grave. Lo: contrario 
sería inicuo y, por consiguiente, no podría ordenarse; pero es que 
se entiende que la enfermedad menos grave también puede excu=-- 
sar, porque aunque la Iglesia podría mandar que se observase. 
por benignidad se supone que no quiere hacerlo (55), lo cual se: 
colegirá de las circunstancias de tiempo, lugar y persona. De este- 
modo parece que se significó Aristóteles cuando dijo que la epi- 
queya es enmienda de la ley, entendiendo que si el legislador hu-- 
biese sido preguntado, así hubiera contestado, es decir, que él 
mismo hubiese sido el moderador de su ley. Así también dijo 
Santo Tomás que es oficio de la equidad, prescindiendo en cierto: 
modo de las palabras de la ley, seguir la intención del legislador. 

Oficios de la: equidad.—De donde puede sacarse que son 
tres los oficios de la equidad: 1.*, evitar cualquier iniquidad; 
2., idem una obligación demasiado acerba o rigurosa; 3.”, bus-- 
car una probable voluntad del legislador, no obstante sus pa- 
labras. TEE 

Reglas que han de seguirse en la aplicación de la equidad. 
—Están en relación con esos tres oficios, y así, en primer tér-- 
mino, ha de verse si en el caso concurre algún precepto de 
Derecho divino o natural al cual repugne la observancia de la. 


(s4) Cap. VIL núm. 7. | 
(s5) Non semper Prelatus vult obligare cum toto rigore et in omnús 
event in quo possit obligare. 


(56) Cap. VIT, núm. 8, 
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ley humana, según las palabras de ella, pues si esto ocurriera 
adolecería la ley de injusticia en ese caso. 

Se habrá de tener en cuenta, en segundo término, cómo 
deben obligar las leyes humanas para determinar si el precepto 
excede de la potestad del legislador, y últimamente se atenderá 
a las conjeturas que suministren las circunstancias del caso, 
tomándolas principalmente del uso y modo como el principa- 
do es ejercido y de la manera de interpretar leyes seme- 
jantes (57). 

A qué clase de derechos de los hombres puede aplicarse la 
equidad en ordem a la imobservancia de la ley.—Desde luego 
hay unanimidad en que no sólo puede dejar de observarse la 
ley cuando hay peligro para el bien común sino también para 
el bien particular, siempre que ese daño temido sea grave y 
no haya, por otra parte, razón alguna de conveniencia general 
que obligue a causarlo. 

Pero algunos reducen el campo de aplicación de la equi- 
dad a los derechos de orden superior (derecho a la vida y se- 
mejantes), negando que tenga lugar en los de orden material 
0 económico, pues con ello no hay perjuicio para la comunidad. 

Esto no es exacto: en uno y otro supuesto hay perjuicio 
para la comunidad, ya que a ésta conviene que los bienes de 
los ciudadanos no se dilapiden. 

De otra manera limitan los juristas esta aserción diciendo 
que se extiende siempre a los bienes adquiridos, pero no a los 
que están en trance de adquisición, pues en este caso no hay, 
como allí, un damnum emergens, sino un lucrum cesans. Tam- 
poco sirve esta distinción, tomada en absoluto, pues si el daño 
es leve, aunque sea en los bienes adquiridos, puede no bastar 
para que excuse de la obligación a la ley, y en cambio si el 
lucrum cesans es justo y grave, a menudo podrá equipararse al 
daño, moralmente hablando. Así vemos en el uso común que 
se exime de la obligación de guardar las fiestas para no per- 
der una ocasión transeunte de ganar lícitamente. Y aunque, en 
general, sea más grave caso aquél que éste, han de ser con- 
sideradas todas las cosas para dar un prudente juicio en cada 
caso concreto. E ¡ 


(57) Cap. VII, núm. o. 
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LA DOCTRINA DE LA INTERPRETACIÓN EN Los DERECHOS 
ROMANO Y CANÓNICO. 


IL. La doctrina de la interpretación en Derecho romano.— 
Unida íntimamente su historia a la de la ciencia jurídica en 
Roma (Pomponio en el Dig., fr. 5, De orig. turis, 1, 2), bien 
puede decirse que no tenemos noticias claras de sus procedi- 
mientos hasta bien entrada la República. Cuando se promul- 
ga la Ley de las XII Tablas, el Derecho se convierte en un 
documento público, pero su aplicación sigue corriendo a cargo 
de los Pontífices y a ellos corresponde, por tanto, interpretar- 
lo (Pomponio, eod. tít., fr. 6). 

Conocido es el proceso de secularización de la ciencia ju- 
rídica, que se hace arrancar de la publicación, por un esclavo, de 
las fórmulas para entablar las acciones. Sin embargo, lo mismo 
el Colegio pontifical que los jurisconsultos después, no tienen 
la libertad que en la época de las leyes reales, cuando aún el 
texto de éstas se veía apoyado por usos inmemoriales, cuya apli- 
cación dejaba más amplio margen a la actividad del jurista. Fi- 
jado el texto del Derecho en una lex, ésta adquiere un carác- 
ter solemne, y resulta, por tanto, de autoridad inviolable para 
el Magistrado como para el pueblo (1). 

Con esa determinación por escrito del texto legal, Pe e 


(1) Sohm, Historia e instituciones del Derecho privado romano. 
Trad. Dorado. Madrid, La España Moderna, pág. 80. 
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ye el papel de la legislación y comienza el trabajo de los juris- 
consultos. Estos no se limitan a repetir mecánicamente los pre- 
ceptos del Código decenviral, sino que al aplicarlos, incluso mo- 
difican su primitivo sentido, para adaptarlos a las nuevas nece- 
sidades, y por obra de una interpretatio surgen instituciones en 
que jamás pensaron aquellos jurisconsultos: la in jure cessio, 
como un medio solemne de transmisión de la propiedad; el pre- 
cepto penal que castiga a los padres que venden a sus hijos, para 
emancipar a éstos; las instituciones desarrolladas bajo la forma 
de la fiducia; las acciones útiles. Claro que este proceso no se 
cumple sólo por obra de la interpretación doctrinal, sino que 
ayuda, sobre todo, el trabajo del Pretor; pero lo que aquí inte- 
resa hacer notar es la ausencia de toda intervención legislativa. 

Tan profundamente se infiltra en la vida jurídica del pue- 
blo romano esta manera de aplicar el Derecho, en donde no 
pueden fijarse los límites que separan la interpretación de la crea- 
ción de nuevas reglas (2), que viene a ser la característica de 
su legislación en épocas sucesivas. Al promulgarse las coleccio- 
nes de Justiniano, el Derecho contenido en las XII Tablas no 
había sido derogado explícitamente (3), seguía constituyendo la 
piedra angular de la jurisprudencia romana y, sin embargo, 
¡qué profundas diferencias no separan los escritos jurídicos de 
la época clásica de aquel texto riguroso! 

Por esa indistinción inicial entre interpretación del Derecho 
y Creación libre del mismo, falta en el Derecho romano una 
doctrina general sobre el asunto. Hay, sí, multitud de reglas, 


(2) El Senado de la República romana tenía potestad para dis- 
pensar de la observancia de ciertos leyes en casos urgentes, no obstan- 
te que, teóricamente, la derogación, siquiera parcial, de las leyes, de- 
biera hacerse por acuerdo común del Senado y el pueblo. Vid. Momm- 
sen, Le Droit public roman. Trad. Girard. París, 1891, tomo 7, pági- 
nas 456 sigts. Savigni, Tratado de Derecho romano (trad. francesa), 
tomo l, pág. 230. Ihering, Espíritu del Derecho romano (trad. -francesa), 

tomo Ill, pág. 150. 

(3) Y no obstante esa derogación, ciertos principios y hasta cier- 
tos preceptos die aquel Código, pasaron al Digesto. Vid., por ejemplo, 
Fr. 120, De verb. signific. (L, 16). 
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aplicables a casos concretos, que dicen casi siempre referencia 
a actos privados, contratos o testamentos, y que los romanistas 
han aplicado a la interpretación de las leyes (4); existen algu- 
nas indicaciones en los fragmentos ya citados de Pomponio, prin- 
cipalmente en el título De legibus (Dig., 1, 3), y luego dispersas 
en los distintos lugares de las colecciones legales. En el De re- 
gulis iuris (D. L., 17), a pesar de su nombre, no son todos pre- 
ceptos de interpretación, aunque también los contiene; existen 
igualmente en el De verborum significatione (D. L., 16) y en el 
Código, en el título 14 del libro 1 es donde se encuentran los tex- 
tos más comúnmente citados. 

El problema, en principio, no les preocupaba, por la libertad 
de que disfrutaban para resolver conforme a su criterio. 

Limitándonos, pues, a esos datos que nos suministran las 
colecciones de Justiniano, podemos encontrar multitud de pasa- 
jes, que luego sirven de base a las argumentaciones de Suárez. 

El concepto de la interpretación auténtica, como la única le- 
gítima, se encuentra en el Código de aquel Emperador: sólo a 
los emperadores es lícito interpretar las leyes, pues a quien las 
promulga corresponde también declarar su sentido, dice Justi- 
niano; y Constantino ya había afirmado que entre el Derecho y 
la aplicación de la equidad debe interponerse la autoridad del 
Emperador consintiéndola (5). 


(4) Y a veces para llegar a notables confusiones. Así, verbi gratta, 
que el Derecho justinianeo autorizaba el uso de la equidad contra el 
Derecho estricto, apoyándose en un pasaje de Paulo (Dig., fr. 90, De reg. 
iuris) donde éste habla de interpretación de contratos. El remedio de 
estos inconvenientes, que tantos falsos problemas han planteado sobre 
las fuentes del Derecho romano, se encuentra en el conocimiento di 
recto de las obras clásicas. Vid. los ensayos hechos para lograrlo, entge 
otros, por Homwmel, Palingenesia librorum iuris veterum, Lipsia, 1767- 
68, 3 vols. y Lenel, Palingenesia turis civilis, Jurisconsultorum reliquiae, 
quae Justiniani Digestos continentur ceteraque jurisprudentiae cialis 
fragmenta minora secundum auctores et libros. Disposwit... Leipzig, 
1882, vols. 2 in folio. Esta obra es mucho más completa y perfecta que 
la de Homwmel. 

(5) Cod. 1. 12,81 y 1 1 (Ll, 14). En una época más liberal ha po- 
dido Juliano decir: “...de his quae primo constituuntur aut interpretatio- 
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La interpretación usual se apoya en las palabras de Calís- 
trato (6): “In ambiguitatibus, quae ex legibus proficiscuntur con 
suetudinem aut rerum perpetuo similiter iudicatarum auctoritatem 
vim legis obtinere debet”, con aquella limitación recordada por 
Celso (7) y que ha dado lugar al tan debatido problema de la 
influencia del error en la formación de la costumbre: “Quod non 
ratione introductum est sed errore primum, deinde consuetudi- 
ne obtentum est, in aliis similibus non obtinet.”” 

La necesidad de la interpretación doctrinal en el Derecho 
romano de la época clásica se explica por la historia misma de 
dicha legislación. Hemos señalado ligeramente el lugar que los 
jurisconsultos tuvieron en su formación y es preciso llegar a 
tiempos muy avanzados del Imperio y, sobre todo, a las coleccio- 
nes de Justiniano para encontrar textos que pongan en tela de 


ne aut constitutione optimi principis certius statuendum est” (Dig., fr. 11 
(1, 3). Pero conforme avanza el Imperio, crece la importancia de las 
Constituciones imperiales, como fuentes interpretativas y desciende la 
de los jurisconsultos. Zenón, en el año 474 (Cod. II (I, 14) dice termi- 
nantemente que es necesario consultar al Principe cuando surjan du- 
das o casos nuevos en la aplicación del Derecho; pero algunos términos 
de la Constitución (quum de novo iure quod inveterato usu non adhuc 
stabilitum est dubitatio emerget...) inducen a pensar si se trataría más 
bien de costumbres no formadas completamente. Es Justiniano quien 
ofrece completo el sistema, refutando en el primero de sus Códigos las opi- 
niones de aquellos que dudaban acerca de la eficacia legal que debía 
atribuírse a las interpretaciones imperiales (C. 1. 12 (I, 14) citada, $ 1.9) 
y dando la última mano a su concepción en el Digesto, cuya Constitu- 
ción promulgatoria, que figura también en el Código (1. 2 (1, 17), prohibe 
todo género de interpretaciones, que entiendle más bien deben llamarse 
perversiones. Lo que sí reconoce es la diferencia de procedimientos 'en 
la época clásica y en la suya: “nihil hac lege derogante veteris iuris con- 
ditoribus, quia et eis hoc maiestas imperialis permisit” (Cod., 1 12, 
$ 1.2 cit.). En otra ley (Cod., ley 2, lib. y tít. citados) pretende justifi- 
car la antiguedad we estos procedimientos de acudir al Emperador para 
colmar las lagunas y obscuridades del Derecho, pero no traspasa la 
época de Adriano. 

(6) Dig., fr. 38 (1, 3). Vid. también el fr. 37 sobre la observancia, el 
23, h. t. y Nov. 113 pr. Para otros pasajes comprobatorios, Glick, Com- 
mentario alle Pandette. Trad. ital., tomo 1.9, pág. 177, notas 10 y 12. 

e Digi ir. 30 (b.:3) 
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juicio la legitimidad de esa interpretación. Y así, aun cuando se 
dice: “Cum in legibus nulla ambiguitas est non debet admitti 
voluntatis questio” (8), se traslada al Digesto igualmente el tex- 
to de Ulpiano (9): “Quamvis manifestuam sit aedictum proetoris 
attamen non est negligenda interpretatio eius.” El concepto que 
se da así de la interpretación, asimilándola a la aplicación del 
precepto jurídico (to) es muy conforme con todos los textos en 
que se han planteado y resuelto por los jurisconsultos cuestiones 
debatidas: un concepto claro que suscita dificultades en su apli- 
cación puede y debe ser sometido a examen, para resolver aqué- 
llas, aunque procedan de principios en cierto modo exteriores a 
la ley misma. Tal sucede, v. gr., con la equidad en la aplicación 
de los preceptos del Derecho. 

No puede sostenerse que el Derecho romano admitiera explí- 
citamente y con carácter general, que en todo caso un conflicto 
planteado entre la ley y un principio de equidad había de ser re- 
suelto desobedeciendo aquélla y atendiendo a éste; pero con apli- 
cación a los contratos y legados, por ejemplo; es decir, a ma- 
nifestaciones de voluntad con efecto jurídico, muchas veces se 
ha limitado su alcance (11) y luego la doctrina ha generalizado 


(8) Fr. 25, $ 1 (De legatís, XXXII, 1.) 

(o) Fr. 1, S 11 (XXV, 4). 

(10) Consideraciones prácticas surgidas de la aplicación diaria de 
textos legales, son las conocidas reglas del Dig.: “Incivile est, nisi tota 
lege perspecta, una aliqua particula eius proposita iudicare vel respon- 
dere” (fr. 24 del tan cit. lib. I y título 3), y la contenida en el fragmen- 
to 17 del mismo Hi “Scire leges non hoc est verbum earum tenere, 
sed vim ac potestatem.” 

(11) Marcelo, en el Digesto : “De regulis iuris”, 183 (L, 17): Etsi nihil 
facile mutandum est ex sollemnibus, tamen ubi aequitas evidens poscit, 
subveniendum.” Constantino a Licinio (€. 1. 8 (TIL, 1): “Placuit in 
omnibus rebus praecipuam esse justitia aequitatisque quam stricti iuris 
rationem.” Paulo, en el Dig., fr. 90, De reg. iuris: “in omnibus quidem, 
maxime tamen iure, aequitas spectanda est” y el mismo (Dig., fr. 32 pr. 
$ 3 (XLV, 1)): “...esse hanc quaestionem (se refiere a los modos de put- 
gar la mora) de bono et aequo, in quo genere plerumque sub auctorita- 
te iuris scientiae perniciose erratur.” La equidad aparece como un prin- 
cipio moderador del derecho estricto o riguroso, pero no opuesto a él, 
según la definición de Paulo (quod semper bonum et aequum est ius 
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estas aplicaciones admitiéndolas en la interpretación de las le- 
yes (12). 

Por este mismo camino se han aceptado como reglas de in- 
terpretación legal, aunque no lo fueran tampoco en su origen, 
la de que ha de concederse en primer término atención a las pa- 
labras de la ley sin atribuir un valor absoluto a la intención con 
independencia de aquéllas y la de que cuando un mismo pasaje 
sea susceptible de dos interpretaciones ha de optarse por la más 
conforme con la naturaleza del asunto (13). Del primero de estos 


diocitur, ut est ius naturale) en Dig., fr. 11, Ad Senat. Trebel. (XXXVI, 
1). Alguna vez, sin embargo, se advierte que hay una contradicción en- 
tre los preceptos del Derecho y la equidad: Ulpiano (Dig., fr. 32 pr. 
(XV, 1)): “Licet hoc iure contingat, tamen aequitas dictat contrarium.” 
Aquí parece más bien un principio de benignidad, y en este sentido se 
acepta como regla de Derecho que en los casos dudosos es más justo 
y seguro inclinarse a lo favorable (fr. 102, $ 1, “De reg. iuris, Dig.), ha- 
ciéndose aplicaciones de dicha regla con respecto a las penas (Diy., 
fr. 42 (XLVIII, 19)). y a la desheredación (fr. 19 (XXVIIT, 2)). Tratán- 
dose de los preceptos favorables, Modestino proclama que por ninguna 
clase de razones de justicia o de equidad pueden convertirse esos bene- 
ficios en daño de quien los disfruta (fr. 25 (IL, 3) Dig.,)) y la misma re- 
gla aparece en el Código (1. 6 (1, 14)). En un caso concreto la invoca Pa- 
piniano (Dig., fr. 2, $ 1 (XLVIII, 3)). 

(12) Los glosadores, desde Irnerio a Azo, se preocuparon de de- 
terminar el concepto distintivo de la equidad frente a la justicia y el pa- 
pel que a aquélla corresponde en la interpretación de las leyes. Para 
ellos la equidad debe inspirar al intérprete, pero no el juicio de cada 
especie en concreto, ni debe servir tampoco para eludir en un caso dado 
la aplicación de un texto legal; la equidad debe ser general y no ind:- 
vidual y no prevalecer nunca contra un precepto expreso. (Sobre esto 
y las variantes de unos autores a otros, vid. Meynial, Encore Irnerims 
en Revue Historique de Droit Francais et Etranger, tomo 21 (1897), pá- 
ginas 352 y sigs.) 

(13) Celso en el Dig., fr. 7, $ 2 (XXXITI, 10): “Etsi prior atque 
potentior est quam vox mens dicentis, tamen nemo sine voce dixisse 
 existimatur.” Dig., fr. 67 (L, 17): “De reg. iuris”: “Quotiens idem sermo 
duas sententias exprimiit, ea potissimum accipietur, quae rei gerendae 
aptior est.” D1g., fr. 19 (Ll, 3): “In ambigua voce legis ea potius accipien- 
da est significatio quae vitio caret.” Ténganse en cuenta también nu- 
merosos fragmentos del título 16, libro 50 del Dig. “De verb. significa- 
tione”, especie de definicionario jurídico auténtico. 
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textos procede también la regla de que las palabras han de to-: 
marse en el sentido común y corriente: “Non enim ex opinioni- 
bus singulorum sed ex communi usu nomina exaudire debere.”” 

Dentro de ese amplio concepto de la interpretación que hemos. 
señalado, la analogía aparece como un instrumento del razona- 
miento jurídico, muy apropiado para los fines que persiguen 
aquellos juristas. Es una referencia de Ulpiano a Pedio, califi- 
cándota de bona occasio (14) o la mención del uso frecuente en 
los legisladores de hacer referencias a las leyes de sus predece- 
sores, para deducir de aquí que es procedimiento utilizable tam- 
bién por los jurisconsultos (15). Sobre este mismo sistema de in- 
terpretar una ley por los preceptos de otra se insiste en otros pa- 
sajes, reconociendo que es un procedimiento muy comúnmente 
usado (16). 

Pero como limitación de aquel criterio de analogía, ya se ad- 
vierte que el ius singulare no puede servir de base para apli- 
carlo (17). 

La extensión y la restricción del sentido de las palabras em- 
pleadas en una disposición legal cuya intención se trata de acla- 
rar, son también procedimientos utilizados muy frecuentemente 
por los jurisconsultos romanos. Sirvan de ejemplo el Senado- 
consulto sobre bienes caducados en provecho del Fisco, tan ma- 
gistralmente explanado por Ulpiano (Dig., fr. 20, $$ 6-21 y 


(14) Dig., fr. 13 (L 3). 

(15) Dig., tr. 17 hoc título. Vid. también fr. 12. 

(16) Fr. 26, 27 y 28. 

(17) Fr. 14 y 15. Véase también, para las Constituciones imperia- 
les, en este mismo libro 1.9, el fr. 1, $ 2, del tit. 4. No tuvieron, sin 
embargo, en este punto los romanos un criterio absolutamente uniforme 
y pueden señalarse desviaciones de aquella regla general, verbi gratia, 
en la prohibición de enajenar el fundo dotal el esposo (Dig., tr. 4 (UI, 
5)), que señala Gayo, cuando la ley sólo prohibía estas enajenaciones al 
marido; en la concesión a los ciudadanos que no siendo soldados fue- 
sen cogidos en territorio enemigo y muriesen en él, del privilegio «el 
testamento militar (Dig., fr. 44 (XXIX, 2)), por más que aquí advierte 
Ulpiano que ésta ha sido una extensión concedida por el Principe en 
varios rescriptos, etc. 
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ír. 23, V, 3); y, aparte de éste, pueden encontrarse numerosos 
casos de extensión o restricción aplicadas a reglas del Edicto o 
a Constituciones imperiales, fundándose en el propósito o ra- 
zón de la ley. “Tal sucede con el tiempo de luto para la viu- 
da, que Pomponio, a quien sigue Ulpiano (18), entiende que no 
obliga a la viuda que da a luz durante su transcurso y a contar 
del momento del parto, las restricciones que pone Ulpiano a 
los motivos por los que se incurre en infamia, según el Edicto 
del Pretor (19) y otros. 

La legislación imperial, más explícita, ha formulado con res- 
pecto a la extensión una regla, en que luego se apoya mucho 
Suárez: “Non dubium est in lege commitere eum, qui verba le- 
gis amplexus contra legis nititur voluntatem. Nec poenas inser- 
tas legibus evitabit, qui se contra luris sententiam seva prerro- 
gativa verborum fraudulenter excusat... Quod ad omnes etiam 
legum interpretationes, tam veteres quam novellas, trahi gene- 
raliter imperamus, ut legislatori, quod fieri non vult, tantum 
prohibuisse suficiat, ceteraque quasi expresa ex legis liceat vo- 
luntate colligere”, etc. (Cod. 5 (1, 14). Algo semejante había ya 
dicho Ulpiano (D., fr. 29, De legibus [ 1, 3]). 

Dentro de estos procedimientos admitíase el argumento «a 
contrario, pero con mucha parsimonia, y algunos textos que se 
aducen, como, por ejemplo, el de Ulpiano (20), en sus comentarios 
al Edicto, “quum lex in praeteritum quid indulget in futurum 
vetat”, no tiene el carácter de generalidad que le han dado los 
compiladores del Digesto, en el libro de donde fué detraído. 

Para casos muy concretos sí se utiliza y sin reproche algu- 
no. Véase, por ejemplo, Papiniano en la cuestión de si es o na 
delegable la jurisdicción conferida por la ley, en todos los ca- 


(8). Dig 2 tr. 1 (1, 2). 

(10) Casi todo el titulo del Dig. arriba citado. Puede verse tam- 
bién Dig., fr. 19 (X, 4) y el caso que expone ampliamente Suárez to- 
mado del Dig. (fr. 6,8 2 (XXXVII, 14)), del patrono que obliga a su 
liberto a jurarle que no contraerá matrimonio, cuando el liberto no 
puede tener hijos Adde: C. 2 (III, 6), sobre extensión a la curaduría 
de ciertos procedimientos de la tutela. 

(20) Dig., fr. 22 (L, 3). 
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sos, cuando aquélla sólo lo permite en uno determinado (21), y 
Paulo, deduciendo la regla general de la capacidad de la mu- 
jer para testificar de la existencia de una excepción en la: Ley 
Julia sobre los adulterios (22). 

TI. La doctrina de la A Aer lg en ale CANÓNICO. 
—La formación científica del Derecho canónico encuentra un 
punto de apoyo importantísimo en las escuelas romanistas de la 
Edad Media. Puede afirmarse que el movimiento producido por 
la publicación del Decreto de Graciano y que separa como dis- 
ciplinas autónomas la Teología y el Derecho canónico, fué po- 
sible únicamente gracias al apoyo que le prestó el Derecho ro- 
mano (23). Pero a partir de esta constitución, en ciencia inde- 
pendiente, del Derecho canónico, y sin perjuicio de las íntimas re- 
laciones que siempre mantuvieron sus cultivadores con los tex- 
tos y los comentarios del Derecho romano (24), el trabajo se hizo 
más peculiar, porque mientras los romanistas actuaban sobre 
fuentes agotadas ya en su fuerza creadora, los canonistas ejercían 
gran influjo en la elaboración de las disposiciones nuevas y la 
Escuela de Bolonia recibía con frecuencia Decretales a ella di- 
rigidas por los Romanos Pontífices aclarando alguna duda pro- 


ni TEL Dra A aL). 

(22) "Dig, Tr. 18 (RAIL 5). 

(23) La Iglesia observaba multitud de disposiciones dictadas por 
los Emperadores romanos a partir de Constantino y no es raro el caso 
de encontrar colecciones de Derecho romano para uso especial de la 
Iglesia. Vid. Maasen: Geschichte der Quellen und der Literatur des ca- 
nonischen Rechtes, tomo 1.2 Gratz, 1870, págs. 887 y sigts., sobre la 
“Lex romana canonice compta” y los “Excerpta” de Bobio. 

(24) Es muy frecuente el caso de que los grandes comentaristas 
de Derecho romano traten cuestiones relacionadas con el canónico 
(Bartulo, Baldo...) y viceversa, como también son numerosas las Obras 
dedicadas a poner de relieve la concordia entre el Derecho romano y 
el canónico o a exponer doctrinas comunes a ambos, y no es raro el 
caso de que en las glosas a los textos romanos se introduzcan textos 
del Decreto o Decretales y recíprocamente. Hasta se llegó a comparar 
la función del Pretor con la que desempeñaba el Papa en la legislación 
eclesiástica. Véase Schulte: ¡Die Geschichte der Quellen und Ltteratur 
des canonichen Rechts von Gratian bis auf die Gegenwart, tomo 1.” 
Stuttgart, 1875, págs. 105 y sigts. 
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puesta, y muchos de aquéllos fueron grandes juristas salidos de 
la aulas universitarias; diganlo, si no, los nombres de Alejan- 
dro III, Inocencio III, Gregorio IX, Inocencio IV. 

Las exageraciones del método escolástico aplicado a los es- 
tudios juridicocanónicos produjeron en las postrimerías de la 
Edad Media esa literatura característica de las decadencias, re- 
ducida a extractar las opiniones de los antecesores, a resumir 
glosas y comentarios o a formar índices o aparatos que facilita- 
“sen el mejor conocimiento de aquellas obras. | 

La renovación y la vuelta a los textos se produjo aquí, como 
en el Derecho romano, por los nuevos estudios históricos y fi- 
lológicos, en que tan preeminente lugar ocupa nuestro Antonio 
Agustín, y permitió luego un manejo más útil de las colecciones, 
que culmina en la época de Suárez (25), la cual pudo beneficiar 
todo lo aprovechable de las escuelas medievales, librándose de 
las exageraciones y sutilezas de los últimos tiempos. 

Este origen de la ciencia canónica explica el que con fre- 
cuencia se vean en el Corpus, y más concretamente con referen- 
cia a la doctrina de la interpretación, textos que proceden del De- 
recho romano, si bien en conjunto puede decirse que aquélla da 
un paso más, afirmándose en sentido favorable a la libertad del 
intérprete. 

Desde luego pueden distinguirse, como en Derecho romano, 
la interpretación auténtica y la usual, así como señalarse una se- 
rie de reglas, incidentalmente recordadas en diversos lugares, 
donde se ponen de manifiesto los criterios que han de guiar al 
intérprete en la aplicación de las leyes. i 

La interpretación auténtica es frecuentisima en las coleccio- 
nes de Decretales, cosa fácilmente explicable por la manera frag- 
mentaria como la legislación canónica se fué dictando, lo cual 
hizo que se suscitaran dudas sobre la aplicación de una dispo- 
sición para un caso concreto a otros semejantes, y que los papas, 


(25) Como canonista le ha considerado, aunque dedicándole un 
rápido estudio, Schulten, Ob. cit., tomo 3. págs. 735-737, que aparte 
de una noticia biográfica y la lista de sus obras interesantes para el 
Derecho canónico, se limita a afirmar que fué un seguidor de las doc- 
trinas de Molina. 
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con ocasión de resolverlas, afirmaran la legitimidad de este me- 
dio de interpretar (26). | 

Clásica es la fórmula en que el Derecho canónico ha recibi- 
do el principio de que el mejor intérprete de la ley es la cos- 
tumbre (27), y por lo que hace a los criterios que pudieran consi- 
derarse guías del intérprete en la doctrinal, ya en lugares nu- 
merosos de las Decretales e incidentalmente, como en títulos 
especialmente dedicados a las reglas de Derecho o a la signifi- 
cación de las palabras (28), es constante su alegación. 


(26) c. 1, X, De iuramento calummiae, 11, 7. En esta disposición 
Honorio 11 extiende a todos los clérigos la prohibición de jurar en 
causa de su propia iglesia establecida por Constantino para los de 
Constantinopla. c. XXXI, X, De sententia excomunicatione, V, 39 
Inocencio III, en esta Decretal, dirigida a los Doctores Decretorum de 
Bolonia, explica quiénes están obligados a seguir comunicando con 
el excomulgado y quiénes pueden comunicar en caso de necesidad ur- 
gente. c. XXXVI. X, De sent. excomunicat. El mismo Inocencio, en 
epístola dirigida al Arzobispo de Braga, expone que se entenderá exco- 
mulgado el que voluntaria y violentamente ponga sus manos sobre un 
clérigo, aunque lo haga en satisfacción de una injuria anterior y con 
consentimiento del clérigo, reprobando una costumbre contraria existente 
en aquella comarca, y disponiendo que también se entienda excomulgado 
el clérigo que se preste a ese género de castigo. c. XVII, X, De ver- 
borum significatione, V, 40. Inocencio III al Obispo de Coimbra sobre el 
sentido que debe darse a la frase interdicto general. c. único, in 6.0, 
De clericis coniugatis, 111, 2. Determina Bonifacio VIII los casos en 
que los clérigos casados podrán conservar los privilegios clericales. El 
canon 17 de del Codex iuris canonici recoge la doctrina de la interpreta- 
ción auténtica como legítima y explica sus calidades y efectos. 

(27) c. 8, Quum dilectus. X; De consuetudine, 1, 4. Inocencio III 
trata de las cuestiones surgidas en la elección de Abad para el Monas- 
terio Karofense en esta Decretal, dirigida al Decano Salesberiense y al 
canónigo parisiense Maestro Penetel, donde se dice que “consuetudo est 
optima legum interpretes”, como hoy repite el canon 29 del Codex; 6. 
De regulis iuris, reg. 45: “Inspicimus in obscuris quod est verisimi- 
lis, vel quod plerumque fieri consuevit.” 

(28) En las Decretales de Gregorio IX los títulos De verborum si- 
gnificatione y De regulis imris, son los 40 y 41, respectivamente, del 
libro 5.9 En el 6.0, el 12 y el siguiente, que contiene las 88 reglas de 
Bonifacio VIII, sin número de título, también del libro 5.2 En las 
Clementinas falta el título de las reglas de Derecho, ocupando el De 
verb. sign. el número 11 del libro 5.2 Las Extravagantes de Juan XXIH 
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Así se hace hincapié especial en que no ha de tomarse la 
interpretación exclusivamente de las palabras de la ley, ni aún 
considerarlas lo más importante para la función de interpre- 
tar (29), sino que debe buscarse la intención; que ha de estarse, 
en la duda sobre la vigencia de dos leyes en conflicto, a con- 
servar la fuerza obligatoria de ambas, antes que entender de- 
rogada una de las dos y salvo que otra cosa conste expresamen- 
te (30); que ha de atenderse a la benignidad como criterio inter- 
pretativo general, encontrándose aplicado este principio espectal- 
mente a las leyes penales y odiosas (31) e inclinarse, en la duda 
sobre el sentido de las leyes, a la moderación (32); niégase vali- 
dez al argumento obtenido para darle carácter general de con- 
cesiones especiales o graciosas (33), y aunque no se consigna ex- 
presamente, se aplica el criterio de interpretación extensiva y 
analógica, como hemos visto en alguno de los casos aducidos de 


se encuentran en el propio caso, y el título que conservan es el nume- 
rado con el 14. 

(29) Decreto, c. 11, C. XXIL, q. 5: “...Certe nouerit ille, quí inten- 
tionem et voluntatem alterius variis verbis explicat, quia non debet 
aliquis verba considerare, sed voluntatem et intentionem, quia non 
debet intentio verbis, sed verba intentioni.” (Del libro 26 de los Mora- 
les de San Gregorio.) Vienen a coincidir en esta doctrina el capítulo VI 
De verb. significat., X; el VIIL y el XV del mismo título y colección 
y el canon 18 del Codex. Adde, regla 88 in 6.0; en la misma colección 
ZN O y regla Sr. 

(30) c. 29 De elect. et elect. potest. T, 6; in 6.” Pone de acuerdo 
una Decretal de Inocencio 111 con lo que determina un Concilio gene- 
ral posterior: “quum expediat concordare iura iuribus, et eorum corre- 
ctiones, si sustineri valeant, evitari.” Véase canon 23 del Codex. 

(3D) c. 22 1, 6; 6.2: habla Bonifacio VIII de la interpretación que 
conviene a una constitución de Gregorio X sobre provisión de iglesias 
parroquiales y dice: “quod (lo estatuído por Gregorio) quum sit pee- 
nale, restringi potius convenit quam laxari”. Regla XV in 6.9: “Odia 
restringi et favores convenit ampliari.” c. 2, X, De reg. turis: “quae du- 
“bium est quo animo fiant, in meliorem interpretemur.” Para las leyes 
favorables el criterio es el contrario. c. 16, X, V, 40: “...quum beneficia 
principuum sint interpretanda largissime”; y reglas 15 y 49 in 6. De 
weg. turis. Vide también canon 19 del Codex. 

(32) Regla 3o del 6. 

(33) Reglas 74 y 28 in 6.* 
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interpretación auténtica, si bien con las salvedades expuestas, 
tomadas del Derecho romano (34). 

Los lugares citados y algunos más del Corpus (35), sirven a 
Suárez para argumentar en sus tesis sobre los principios acep- 
tables en la interpretación de las leyes. No es, por consiguiente, 
la suya una labor exclusivamente abstracta, de fijación de puros 
criterios de razón, sino una elaboración práctica, con vista de 
las discusiones surgidas alrededor de textos concretos y con 
perfecto conocimiento de las cuestiones y de los argumentos 
aducidos por los intérpretes (36). 


(34) Entre otros, Decretales de Gregorio IX: 1, 30, cap. 10 y del 
62: V, 11, cap. 17. 1, 6, cap. 33, párr. Si vero; 1, 3, cap. 6; V, 11, 
4 y l, 9, cap. 1.2 

(35) Véase, aparte de otros casos que el propio Suárez expone y 
comenta: 6,9, cap. 2. Non solum y cap. Constitut. que le sigue, TIL, 14; 
c. 2, X, 1, 7 De translat. episcopi, párrafo 1.2, sobre el concepto de /gle- 
Sia viuda. 

(36) Algo parecido a lo hecho con los textos más importantes que 
han servido de base a Suárez, debía ir ahora respecto de las opinio- 
nes de autores por él manejados; en la imposibilidad, por premuras de 
tiempo, de hacerlo directamente, remito a la historia de Schulten para 
los canonistas y a las del Derecho romano en la Edad Media para los 
civilistas. Las leyes del Derecho patrio en esta materia apenas si me-- 
recen por parte de nuestro autor una mención. 


CAPITULO III 


PUNTOS DE VISTA A RETENER DE LA DOCTRINA HXPUESTA. 


Hemos dejado para la última parte de este trabajo el sacar 
algunas consecuencias de las doctrinas expuestas sobre interpre- 
tación y el compararlas con las que hoy se presentan con más. 
aceptación en la ciencia jurídica moderna. 

No es, ciertamente, la interpretación, doctrina que pueda de- 
cirse no ya definitivamente fijada, que en una disciplina como 
el Derecho esto no se concibe, sino ni aun determinada en sus: 
líneas fundamentales con completa aceptación (1). 

Del libro de Thibaut en que se trata, si no de un modo com-- 
pletamente aceptable, por lo menos con cierto sistema, la doc- 
trina de la interpretación, hasta el “Método” de Geny, transcu- 
rre un siglo completo (2); todas las gradaciones pueden encon- 
trarse en la literatura intermedia, correspondiendo a las ideas 
que los autores respectivos profesan acerca de los problemas fun- 


(1) “Una doctrina universalmente admitida de la interpretación 
de las leyes, no existe,” Heck: Gesetzesauslegung und Interessenjuris- 
prudenz. Tubingen,, 1914, pág. 3. 

(2) El libro de Thibaut (Theorie der Logischen Auslegung des ró- 
mischen Rechts) apareció en 1799; he utilizado la trad. italiana de Ma- 
rinis, Nápoles, 1872. La 1.* edición de la obra de Geny Methode d'in- 
terpretation et sources en Droit privé positif. en 1899; la 2.* en 1919 y 
con dos volúmenes. Hay una traducción española de la primera publi- 
cada por Reus, Madrid, 1900. Utilizo alternativamente ésta o la 2.2 ed. 
Írancesa. 
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damentales del Derecho: ley, costumbre, papel del juez en la 
aplicación de aquélla, Derecho natural, etc. (3). El primero apa- 
rece preocupado exclusivamente con los problemas puramente 
de hermenéutica, en los que únicamente juega como elemento de 
consideración la ley misma, mientras que el segundo aprecia ya 
“un sinnúmero de factores importantísimos para la producción 
del Derecho, cuando está agotado el campo de aplicación de la 
ley, que en este otro procedimiento pasa a ser, de único factor 
interesante para el jurista, uno de los elementos que éste debe 
manejar. 

No he de incurrir yo en la exageración de creer que la obra 
de Suárez, en punto a la doctrina de la interpretación, sea un 
precedente más o menos inmediato de las ingeniosas teorías de 
Geny. A la sólida cultura de éste no ha sido extraño el estudio 
de la disertación suariana (4); pero se trata de dos cosas com- 
pletamente distintas, porque parten también de puntos de vista 
diferentes. | 

Esto no obstante, y por el interés que pueda tener en la his- 
toria de la ciencia jurídica, creo oportuno recoger y examinar al- 
gunas conclusiones de nuestro autor, aprovechables por comple- 
to aun en una elaboración de la doctrina de la interpretación 
y de las fuentes del Derecho. 

1. El concepto de la interpretación. —Se ha venido definien- 
do la interpretación como una aclaración de las leyes oscuras. 
El concepto ha llegado hasta Ghúck inclusive (5), a pesar de la 


€ 


(3) Estos problemas de interpretación, como dice Zitelmana (Las 
lagunas del Derecho, trad. de Carlos G. Posada. Rev. de Leg. y Ju- 
risprudencta, tomos 140 y 141), hacen penetrar “en lo más íntimo 
del campo jurídico: relaciones entre Derecho y juez, entre ley y Dere- 
cho, entre coacción y libertad, entre Derecho positivo y Derecho natu- 
ral; este es el problma”, pág. 541, t. 140. 

(4) Más de 18 citas sobre la doctrina de la interpretación y la cos- 
tumbre pueden encontrarse en la obra de Geny, ob. y trad. cits., pági- 
nas 105, 216, 225, 228, 2309, 246, 249, 270, 460, 461, 480, 511, 513, 301, 
314, 323, 332 y 355. 

(5) Comm. alle Pandette (trad. italiana), tomo 1.9, párrafo 20, pá- 


gina 165 y párrafo 30, pág. 167. 
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profundidad y acierto con que este autor estudia en otros puntos 
el Derecho de las Pandectas. 

Pues bien; en Suárez, este error de atribuir a la interpre- 
tación un campo tan limitado, no existe. La interpretación, se- 
gún todo lo que hemos expuesto, se conforma mejor al concepto 
de Windscheid o de Dernburg (6); trátase de un procedimien- 
to de aplicación del Derecho concebido en términos generales, 
a casos concretos, determinando, además, con arreglo a los prin- 
cipios de la equidad, cuándo cesa en casos particulares la obli- 
gación que impone la ley. 

Bien es verdad que esto último lo considera Suárez, en cier- 
to modo, como fuera del campo de la interpretación ; pero no es 
aventurado conjeturar que su pensamiento fluctuaba aquí entre 
soluciones distintas (7). 

En este mismo orden de consideraciones debe hacerse notar 
una equiparación de doctrinas que realiza Suárez entre la de la 
interpretación de la ley y la de los actos jurídicos, no porque 
duárez no tuviera noción de las grandes diferencias que me- 
dian entre los conceptos de Derecho público y los de Derecho 
privado (8), sino porque realizaba una síntesis perfectamente 
lícita, en la que se consideraban los elementos comunes que hay 


| 
, 


(6) Dermburg: Pandectas, trad. italiana. Turín, 1906, párr. 34 del 
vol, 1.2 Windscheid, /d., trad. ital. también. Turín, 1902, párr. 21 del 
tomo 1,9 

(7) Véase el proemio del libro 6.0 y cap. y del mismo libro, nú- 
meros 1 y 2. Realmente, dado el juego que en toda la doctrina de la 
interpretación de Suárez tienen los conceptos: de Derecho natural, de 
Justicia, de equidad, etc., esta materia pertenece propiamente a la in- 
terpretación, pues el principio que domina la doctrina del teólogo en 
esta materia puede verse en la preocupación de que no se cometa ab- 
surdo o injusticia en la aplicación de la ley. ¿Y qué mayor injusticia 
resultaría de mo usar, al aplicar las leyes, estos preceptos de equidad ? 
Vid. además, cap. 6.2, núm. 4 y cap. 7.2, núms. 7 y 9, donde al fijar la 
virtud a que corresponde la aplicación de la equidad, habla de un acto 
de prudente interpretación en el legislador 

(8) Una aplicación del modo como entiende Suárez estas diferen- 
cias, puede verse en el lib. 7.2, al hablar de la distinción que hay que 
establecer entre la prescripción y la costumbre. 
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en la ley y en el acto jurídico: una declaración racional de vo- 
luntad con fuerza obligatoria. 

Podrá discutirse la mayor o menor exactitud de este criterio, 
pero partiendo del concepto que nuestro autor tiene de la ley, 
es irreprochable (9). 

II. La interpretación auténtica.—¿ Puede afirmarse que co- 
rresponda a la autoridad legislativa el interpretar sus propios 
preceptos? Desde Justiniano, prohibiendo interpretar sus com- 
pilaciones por miedo a que se alterara el sentido de la obra le- 
vada a cabo, hasta muy entrado el siglo xIx, y a influjos de la 
certeza jurídica invocada por los comentaristas de los Códigos 
napoleónicos (10), se ha sostenido el carácter legítimo de la in- 
terpretación auténtica. Esa necesidad de certidumbre en la in- 
terpretación de las leyes como garantía de la libertad, nacida al 
calor de las ideas de la Revolución encarnadas en los Códigos 
napoleónicos, y aunque por otro conducto en el “Landrecht” 
prusiano, pretenden, con el culto exclusivo de la ley, su popula- 
rización y llevan a la supresión de la ciencia jurídica, que enton- 
ces se consideraba perniciosa, como uno de los defensores de- 
cididos del antiguo régimen (11). 


ERAN 


(9) Un ejemplo, entre muchos, el núm. 7 del cap. 1.9, lib, 6.2 YA 
vimos que los compiladores de las colecciones de Derecho romano y 
canónico usaron sin tasa de este criterio. Aun hoy se habla de esta se- 
mejanza: Gangi, 11 probleme del lacune nel Diritto privato. Archimo 
giuridico (1923, 152, nota 3.) Con reservas para el Derecho anti- 
guo, Ihering, Espíritu del Derecho romano; trad. francesa, tomo 3.*, 
pág. 136, “para la interpretación en sí misma importa poco que su 
objeto lo forme una ley o un acto jurídico”. Sobre aplicación de los 
principios expuestos por la ley para la interpretación de los contratos 
a la de la propia ley, Geny, ob. cit., 2.* ed., t. 2 pág. 266, nota 2.2; 
y obras citadas en la pág. 355 del mismo tomo. Adde: Stammler, Lehr- 
buch der Rechtsphilosophie, Berlín, 1922, pág. 266. 

(10) Mailher de Chassat: Traité de Pinterpretation des lois. He 
utilizado la edición de París, 1836, pág. 257. Sobre el sistema del refe- 
ré, tan en boga como consecuencia de este criterio, Geny, ob. cit., to- 
mo 1.9, págs. 78 y 70 y Savigni, Tratado de Derecho romano (versión 
francesa), tomo I, pág. 304, nota c. Para Bélgica, hasta la ley de 7 
julio 1865, que lo suprimió, vid. Errera, Traité de Droit public belge, 
£.2 ed., 1918, págs. 125-127. 

MN Esmein: L'*originalité du Code civil. (En la obra Le Code cla 
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Hoy, por el contrario, no faltan los que nieguen a la inter- 
pretación auténtica el carácter de tal interpretación, conside- 
rando esta función propia y exclusiva de la ciencia y de la prác- 
tica (12), 

De hecho, sin embargo, y en todas las legislaciones, se dan 
casos de disposiciones interpretativas emanadas de la autoridad 
pública. Suárez, aceptando esta situación, no busca su funda- 
mento, como en la doctrina de entonces era corriente, desde un 
punto de vista voluntarista, diciendo que nadie mejor que el pro- 
pio autor de la ley puede declarar su verdadero sentido, y se 
inclina a creer que han: de observarse estas disposiciones inter- 
pretativas, porque, al fin, reúnen todos los caracteres externos 
de la ley, por más que con mucha frecuencia haya con ese título 
disposiciones que modifican las anteriores, aunque el legislador 
modestamente las llame interpretativas. 

LIT. La cuestión de la extensión por igualdad de razón. La 
analogia.—Materia de controversia con ocasión de varios textos 
de Derecho romano y canónico, ha tenido una profunda elabo- 
ración en la doctrina de Suárez, que llega a fijar con toda pre- 
cisión una distinción en orden a la extensión de la ley que no 
admite réplica. 

Tomar como punto de partida el pensamiento contenido en 
la ley para poder llegar a encontrar soluciones a casos análogos 
a los en ella directamente comprendidos, es algo tan perfecta- 
mente lógico que a nadie extraña, pues con esto se satisface una 
tendencia de la naturaleza humana, que lleva a dar igual trato 
a los casos iguales: es la analogía. 

Pretender, sin embargo, que la analogía no hace sino desarro- 
llar en su natural extensión los preceptos ya contenidos en la 
ley, es cosa diferente. La aplicación de una ley requiere la sub- 
sunción de todos los elementos del caso de que se trate en los 
supuestos que comprende la ley misma. | 


vil, 1804-1904. Livre du Centenaire publié par la Société dHétudes le- 
gislatives, tomo ,1.%, págs. 5-21). 

(12) Vid. Crome:. System des deutschen birgerlichen Rechts, ta- 
mo 1. ed. de 1900, págs. 96, 
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La analogía queda, por consiguiente, como un procedimiento 
intermedio entre los de interpretación y producción del Dere- 
cho «1890 € SORDO ml | | 

Suárez desarrolla acertadamente estas ideas haciendo un aná- 
lisis muy sutil del fundamento jurídico que puede invocarse para 
creer obligatorio este procedimiento; pero no pasa por la ficción 
de suponer que se trata sencillamente de los efectos de la apli- 
cación de una ley, que se extiende a todos los casos donde milite 
la misma razón. Y yendo contra el equívoco que esto supone, 
hace un estudio diferencial de los principios de semejanza e 
identidad de razón, como fundamentos de la extensión de la ley, 
para concluír que donde exista identidad de razón habrá pro- 
piamente extensión de la fuerza de obligar de la ley (14), mien- 
tras que donde haya sólo semejanza, no tendrá necesariamente 
que aplicarse y podrá, en todo caso, supuesta la falta de precep- 
tos relativos al caso, valer como analogía. | | 

“TV. El límite de la interpretación de las leyes. El movimien- 
to en favor del Derecho libre.—Ha distinguido cuidadosamente 
Suárez la interpretación extensiva, propiamente tal, de la aplica- 
ción de los preceptos legales por analogía o ad similia (15). Tan- 
to en un caso como en otro hay como punto de partida las pa- 
labras O la razón de la ley; pero ¿dónde terminará la función in- 


" (13) Véanse los tratados de Pandectas antes citados; Geny, pá- 
ginas 309-314, del tomo 1.0; Clemente de Diego: artículo publicado so- 
bre analogía en el tomo 1.2 de la Revista de Derecho Privado. Adde: 
Crome, ob. y tomo citados, que distingue la interpretación y la aplica- 
ción de, la ley, estudiando en esta ¡segunda parte la analogía que con- 
sidiera como creación de Derecho; vid., pág. 103. 

(14) Es lo que otros distinguen llamando ertensión a la que se 
funda en semejanza de razón y comprensión a la que aplica la ley en 
los casos de identidad. Vid. Borelli, Sobre la interpretación en el De- 
recho civil romano y moderno. Nápoles, 1848, citado por Fiore (Rev. 
de Leg. artículo “Sobre la aplicación e interpretación de las leyes”, 
tomo 80, pág. 115). Claro que no es el único, ni mucho menos. 

(15) En mi resumen, pág. 16 y sigts. Vid., lib. 6.*, cap. III, nú- 
mero 12. No faltan aún, sin embargo, los que confunden analogía y ex- 
tensión. Así Zitelmann, art. y lugar cit., pág. 555 del tomo 140, dice 
“por analogía hará aquí extensivo el precepto”. Hubiese deseado poder 
consultar el original. 
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terpretativa y habrá de comenzar la elaboración de normas nue- 
vas? El límite para Suárez se encuentra en que haya siempre 
un vínculo de conexión con la ley, aunque para llegar hasta sus 
preceptos haya de seguirse un razonamiento aún dilatado y en 
que no se coloque como contenido de la mente legislativa nada 
que racionalmente pueda estar fuera y no se induzca de la ley 
misma. 

Este criterio, que acaso parezca un poco estrecho es, sin em- 
bargo, el único congruente con la realidad y el que, en defini- 
tiva, viene a fundamentar el movimiento en favor de la libre pro- 
ducción del Derecho por la ciencia y por los órganos judiciales. 

No debe pedirse a la ley nada que no tenga, y cuando su ám- 
bito de aplicación esté agotado, será preciso acudir a otros pro- 
cedimientos, que habrán de distinguirse cuidadosamente de la 
interpretación propiamente tal, porque empiezan por prescindir 
del texto mismo de la ley, asimilando la función del que así tra- 
baja a la del legislador (16), y no debe cubrirse este trabajo, ne- 
cesario en los jueces, con la capa de la interpretación (17), puesto 
que es preciso empezar declarando que la ley, en aquel punto 
concreto, carece de preceptos. 

Llégase con esto al tan debatido problema de las lagunas en 
la ley y de los procedimientos para colmarlas que, aun no abor- 
dado directamente por nuestro autor, deja entrever su existen- 
cia cuando expone, como lo hemos hecho antes, dónde se en- 
cuentra el límite de la función interpretativa (18). 


Fr 


(16) En este sentido el art. 1.2 del Código civil suizo, párr. 2.0: 
“A défaut d'une disposition légale applicable, le juge prononce selon 
le Droit coutumier et, a defaut d'une coutume, selon les regles qu'il 
établirait s'il avait á faire acte de législateur.” 

(17) Que éste és el punto de partida para crear un método nuevo 
en el problema de la aplicación y fuentes del Derecho, lo reconoce Sa- 
leilles elocuentemente en el prólogo al Método de Geny. Adde: en 
el texto de la obra, t. 2.2, pág. 240, donde se exponen y analizan los 
sistemas que so pretexto de interpretar la ley, deforman su sentido para 
aplicarla a satisfacer necesidades nuevas. 

(18) Es extraño a nuestro objeto hacer un resumen, siquiera some- 
ro, de los distintos puntos de vista, Aparte del artículo de Zitelmann, ya 
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V.. La equidad y su función en la aplicación de las leyes. — 
El concepto de la equidad, su posible aplicación al orden jurí- 
dico y, más concretamente, su manejo por el juez, eran cuestio- 
nes que en la época de Suárez habían recibido una elaboración 
muy amplia, aunque en la doctrina dominante mo estaban fija- 
dos sus términos con criterio propiamente jurídico, sino más 
bien atendiendo a otros aspectos teológico-morales o de concien- 
cla (10). 

En el fondo, el problema de la derogabilidad del Derecho 
natural, expuesto tan brillantemente por Bonucci (20), y. alre- 
dedor del cual gira la doctrina de la ley en la escolástica, es. el 
mismo problema de la equidad en sus relaciones con la ley po- 
sitiva (21). 

La tesis tomista favorable a reconocer como principio de in- 
dividuación el intelecto antes que la voluntad (22), había tenido 
su trascendencia en la doctrina de la ley natural, haciendo 
consistir ésta no en una voluntad directa y concretamente ex- 
presada por Dios, sino en una ordenación racional impresa en 
la conciencia de los hombres, que no era susceptible por sí sola 


o 


varias veces citado, puede verse en Geny tratado el tema: tomo 2%, 
págs. 330 y sigts. Adde: Donati, 1/1 problema delle lacune dellordi- 
namento giuridico. Milán, 1910, que pretende traer el problema a los 
dominios del Derecho constitucional, págs. 109 y sigts. 

(19) No quiero con esto negar que el proceso de formación de la 
ciencia jurídica romana se determinó por aquella contraposición entre 
el jus civile y el jus gentium, el jus strictum y el aequum et bonum, que 
tan acertadamente ha desarrollado Voigt (Das jus naturale, aequum et 
bonum und jus gentium der Rómer, tomo 42 (1875, Leipzig), intro- 
ducción; pero esto, que ha podido hacerse notar después de tres siglos 
de estudios históricos, no interesaba en la época de nuestro autor, sien- 
do entonces lo dominante o la mera exegesis de los textos o el acudir 
a Santo Tomás y sus comentadores. V. las obras luego citadas. 

(20) La derogabilitá del Diritto naturale nella Scolastica, Peru- 
gia, 1906. 

(21) Bonucci, ob cit., pág. 200. 

(22) Grabmann (M.): Santo Tomás de Aquino. Trad. Menéndez 
Reigada. Madrid, i1918, págs. 169-170. Bonucci, 1. c., prólogo; Carreras 
(Joaquín): Ensayo sobre el voluntarismo de J. Dums Scot. Tesis, Gera- 
na, 1923. Cap. 1,0 : 
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de suministrar más que una orientación o criterio, no precep- 
tos ya formulados y, que, por consiguiente, estaba necesitada de 
formulación en otras fuentes de Derecho positivo, divino o hu- 
mano: así el Decálogo, tradicionalmente considerado como expre- 
sión de la ley natural y las leyes emanadas de legítima autoridad. 

De aquí la doctrina que hacía derivar éstas de la ley natu- 
ral o por declaración de sus preceptos o por determinación de 
los mismos, supuesta la existencia de ciertos principios muy am- 
plios (23), pero que no eran susceptibles de una aplicación inme- 
diata. 

Aunque aquella corriente tomista se vió impugnada en la 
misma Edad Media por Duns Escoto (24) y su escuela, es pre- 
ciso reconocer, en general, y más aún por lo que hace a España, 
que la tesis de Santo Tomás triunfó plenamente, y no sólo en 
Suárez sino en los tratadistas de justitia et jure más famosos, 
se ve seguida paso a paso aquella doctrina de la ley natural (25). 

Descendiendo ya a la formulación del principio, es necesa- 

(23) Summa, 2.*, 1.2, q. 90 y sits. que se ocupan de la ley y sus 
formas. Concretamente sobre los modos de derivarse la ley positiva de 
Mara 2, 1.2; q:.93,:2art.. 2. 

(24) Vid. autores y lugares citados en la nota 22.—La idea de ley 
natural en Duns Scot, frente a Santo Tomás, en Carreras, págs. 44-46. 

(25) Entre los que más nos interesan, por ser predecesores inme- 
diatos de Suárez, «vid. Soto (Domingo de): De justitia et iure. Libri 
decem. Medina del Campo, 1580; el libro se terminó en 1554, según 
se declara al final de la obra, y la 1.* edición es de 1566. 

Sigue Soto paso a paso las quaestiones de la 2.*, 1.2, contenidas en 
la Summa y se ocupa del asunto citado en el líbr. 1.9, q. 5, art. 1, 
parafraseando a Santo Tomás, aunque en ciertos puntos añada algo 
o se separe levemente del Angel de las Escuelas. Molina (Luis): De 
justitia et jure opera omnia. He utilizado la edición de Bousquet, Co- 
lonia, 1733, dividida en cinco tomos, cada uno con un tratado; el 5.9 se 
ocupa De legibus et constitutionibus y en la disputatio 68 trata de la 
cuestión referida, siguiendo a Santo Tomás. Es más jurista que Soto, 
porque maneja constantemente no sólo textos de Derecho romano y 
canónico sino de Derecho español, castellano y portugués, y comenta- 
ristas como Antonio Gómez y Gregorio López figuran citados con 
mucha frecuencia en sus páginas. Este último tratado es más de carác- 
ter teológico y se despega un poco del resto de la obra, 
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rio reconocer su escasa originalidad: no ya sólo el Derecho ro- 
maño o el canónico que suministran los ejemplos sino hasta la 
justificación del principio mismo de la equidad, está tomado de 
otros autores; aquí es Aristóteles, como en tantas otras cosas, 
el que da la pauta. En el libro V de su Etica nicomaquea se en- 
cuentra expuesta la conocidísima doctrina de que la epiqueya 
viene a ser el moderador de la excesiva universalidad de las le- 
yes. Dadas éstas con carácter general, abarcando los casos po- 
sibles con una dicción muy amplia, pecan por esta misma uni- 
versalidad; su corrector es la equidad. 

Santo “Tomás razona alrededor de esta tesis, y sus comenta- 
dores desde el cardenal Cayetano (tan frecuentemente citado 
por Suárez) hasta nuestro Soto, continúan tratando la cuestión 
en el mismo plano: al teólogo interesa conocer cuándo será lí- 
cito obrar contra las palabras de la ley (26). No es aquí un pro- 
blema de interpretación el que se plantea sino un casus conscien- 
tiae como tantos otros. 

El mérito extraordinario de Suárez, a nuestro juicio, estriba 
precisamente en haber ampliado la consideración del asunto, in- 
fundiéndole un cierto aspecto jurídico, sin abandonar del todo, 
antes al contrario aceptando en principio la dirección teológi- 
ca, con la que tantos puntos de contacto tiene la manera de tra- 
bajar el intérprete del Derecho (27) y exponiendo esta cuestión 
como aneja a las de interpretación, tan descuidadas en su con- 
sideración sistemática (28), para suministrar una regla en el uso 


(26) Soto, ob. cit., 1. 1, q. VI, art. 8,0: “Utrum subidito liceat preter 
verba legis agere.” 

(27) Vid. lo que dicen sobre este particular Geny, ob. cit, 
ed. 2.*, tomo 2.% pág. 233 y Sternberg, Esmfúhrung in die Rechtswissens- 
schaft (Manuales Góschen), Berlín, 2.* ed., 1920, tomo 1.9, págs. 122-123. 

| (28) En Soto, por ejemplo, aparece la interpretación como una es- 
pecie de modificación de la ley: v. ob. cit., pág. 64, columna 2.2: “non 
quando haeret in dubio, nam tunc (ut ait in solutione secundi) [está 
contestando a los argumentos opuestos a su tesis sobre aplicación de 
la equidad], debet absque ulla interpretatione verba legis servare.” Vid., 
además, pág. 217, col, 1.*, donde expone un concepto análogo, al es- 
tudiar si es lícito al juez inferior interpretar las leyes «al aplicarlas. El 
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de la equidad, hasta entonces no formulada con la claridad y 
fundamentos con que él lo hace. 

Los principios de equidad juegan, ante todo, un papel más 
negativo que positivo: se trata de eliminar las soluciones injus- 
tas que pretendan derivarse de los textos legales y por eso se 
reclama que en toda interpretación, y como cuestión previa, no 
se cometa absurdo o injusticia; no es esto desconocer el lugar 
primordial que en el comercio jurídico debe conservar la ley 
humana positiva, sino se trata de vivificarla con los elementos 
que ella contiene en substancia y que se reducen a estos dos: jus- 
ticia, racionalidad. 

No hay en el concepto de la equidad nota alguna original; 
limítase a seguir los principios de Aristóteles elaborados por el 
- Aquinatense, pero su agudeza jurídica se descubre en los re- 


A 


pensamiento que domina al autor en esa cuestión, como en las demás, 
referentes a la posición del juez frente a la ley (vid., por ejemplo, L. V, 
q. 1V, art. 111: “Utrum iudici liberum sit poenam iuris relaxare”), está 
constituido por el de San Agustín: De vera religiones “in istis 
temporalibus legis, quamquam de his homines iudicent eum  eas 
instituerunt, cum tamen fuerint institutae et firmatae, mon  licebit 
iudicibus de eis iudicare.” Molina tampoco trata como tema especial la 
interpretación; sobre los efectos de la ley cita el que sus preceptos 
puedan servir para interpretar otras leyes (ob. y tratado cits., Disput. 46, 
pág. 154, col. 1.*). En los juristas, aparte las reflexiones de glosadores 
y comentaristas sobre textos concretos (v. Bonucci, cap. 8. y sobre 
todo, pág. 262, donde expone el amplio concepto que daban a la doc- 
trina de la equidad, con objeto de poder amoldar el Derecho romano 
a las necesidades de la época), los tratados especiales son, o comenta- 
rios a los títulos De regulis turis, como el de Juan Andrés (Joannmis An- 
dreae... in titulo de reg. tur. Commentarí, Lugduni, 1551), o conside- 
raciones muy ligeras sobre los textos referentes a la interpretación, 
como el Tractatus de interpretatione de Stephanus de Federicis, publi- 
cado en la colección Tractatuum ex vartis iuris interpretatibus collec- 
torum, que vió la luz en Lyon en 15409. 

- En curso de impresión esta Memoria he adquirido más indicacio- 
nes bibliográficas sobre nuestro autor, que no me es posible verificar; 
a falta de una indicación de su contenido, inserto aquí los nombres y 
títulos de los estudios respectivos: 

Bullón, Suárez. Revista contemporánea, tomo TIO. 
Torres Campos, F. Suárez precursor de Grocio y el Derecho cris- 
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quisitos por él exigidos para que la aplicación de la equidad no 
sea un pretexto que deje maltrecha y sin efecto la ley. 

Me refiero con esto a su argumentación para demostrar la 
necesidad de que en la aplicación de la equidad ha de cesar la 
razón de la ley no negative sino contrarie, que de modo tan 
admirable viene a completar el sistema riguroso con que expone 
la doctrina de la aplicación de la ley: ha exigido para su exten- 
sión, en sentido propio, que exista una conexión necesaria entre 
el caso previsto directamente y el que no lo está; ahora, para 
que cese esta aplicación, por equidad, quiere que la razón de lo 
que es la ley en concreto y de lo que debe ser en tesis general, 
se vuelva contra el mismo legislador. 


tiano de la guerra. Revista general de Legislación y Jurisprudencia, 
tomo 130. 

Fernández Prida, Dos palabras sobre Suárez. (Ibidem, tomo 135.) 

Zurbano, Enseñanzas del doctor Francisco Suárez sobre la guerra. 
Estudios de Deusto, vol. 8 (1917). 

El mismo, Autoridad de Suárez en la ciencia jurídico internacional, 
Ibidem, vol. 10 (1918). 

Suárez (Francisco), Si las leyes tributarias som puramente penales. 
Estudios citados, vol. 8 (Debe ser una exposición de la doctrina Suaria- 
na sobre el punto referido.) 

Izaga, La autoridad suprema civil, según Suárez. Estudios de Deus- 
to, vol. X (1918), pág 5-21. 

García Herrero (Claudio), Cuestiones sobre la ley penal en Suárez. 
La ley penal positiva ¿es la única fuente del Derecho penal? Estudios 
de Deusto, vol. XI (1010). | 

Ugarte de Ercilla, Francisco Suárez, Razón y Fe, tomo 39. " 

Pérez Goyena, Tercer Centenario de la muerte del gran teólogo 
Francisco Suárez. Razón y Fe, tomo 47 (1917). 

El mismo y en igual Revista y tomo, Fuentes para el estudio del 
padre Suárez. 

Kohler, Die spanischen Naturrechtslehrer des 16 und 17 Jahrhun- 
derts. Archiv 1. Rechts und Wirtschaftsphilosophie (1917), vol. X, 
pág. 235 y sigts. 

Reichmann (M.) F. Suárez. Stimmen der Zeit Friburgo, 1916, to- 
mo 90. 

Del mismo autor y en la citada Revista, F. Suárez Elim Vertreter 
des Naturrechts im 17 Jahrhunderts, tomo 094, 1918. 
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